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PRESIDE: Señor Representante Tabaré Hackenbruch Legnani. 


MIEMBROS: Señores Representantes Juan José Bentancor, Pablo Iturralde Viñas, Ivonne Passada y 
Jorge Pozzi. 


DELEGADOS ] 
DE SECTOR: Señores Representantes Pablo Abdala, Alvaro Delgado y Juan Andrés Roballo. 


INVITADOS: Instituto de Derecho del Trabajo y la Seguridad Social, doctores, profesor Oscar Ermida 
Uriarte, Director; Hugo Barreto, Secretario del Instituto; Luis Antonio Colussi, Presidente 
AMATRA IV; Ary Mari Non Filho, Ex presidente AMATRA IV; Paulo Luis Schmidt; Julio 
César Bebber; Ricardo Jahn; Federico Russomano; Clea María Carvalho do Couto; André 
Gustavo Bitencourt Villela; Eny Ondina Costa da Silva; Angela Rosi Almeida Chapper; 
Marcio Lima do Amaral; Rafael da Silva Marques; José Cairo Junior y Luciano Dórea 
Martínez Carreiro. 


Señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social, Eduardo Bonomi, y doctor Julio Baráibar, 
Director Nacional de Trabajo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Hackenbruch Legnani).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión tiene el gusto de recibir a los doctores Hugo Barretto, Secretario del Instituto de Derecho del 
Trabajo de la Facultad de Derecho, Oscar Ermida, Director del Instituto de Derecho del Trabajo, Luiz 
Antonio Colussi, Presidente de AMATRA IV, Ary Marimon Filho, ex Presidente de AMATRA IV, Paulo Luiz 
Schmidt, Julio Cesar Bebber, Ricardo Jahn, Federico Russomano, Andre Gustavo Bitencourt Villela, Márcio 
Lima do Amaral, Rafael da Silva Marques, José Cairo Junior y Luciano Dórea Martínez Carreiro, y a las 
doctoras Clea Maria Carvalho do Couto, Eny Ondina Costa da Silva y Angela Rosi Almeida Chapper. 


La Comisión de Legislación del Trabajo es la que asesora al Cuerpo en todo lo que tiene que ver con 
legislación laboral y, a su vez, tiene el cometido de recibir a las delegaciones tanto de trabajadores como de 
empresarios que quieran hacer planteos con respecto a modificaciones de leyes o a conflictos. Los miembros 
de esta Comisión han trabajado mucho en la resolución de conflictos que tienen origen laboral. 


La Comisión está integrada por Diputados de todos los lemas que tienen representación parlamentaria: la 
señora Diputada Passada y los señores Diputados Bentancor y Pozzi representan al Frente Amplio; el señor 
Diputado Pablo Iturralde, al Partido Nacional, y quien preside, Tabaré Hackenbruch, al Partido Colorado. 


Es de estilo en nuestro Parlamento que las Presidencias tanto de las Comisiones como del plenario vayan 
rotando anualmente, y también las ocupan Representantes de Partidos de la oposición. En este caso, el 
Partido Colorado, aunque ha tenido una representación minoritaria, ocupa la Presidencia de esta Comisión y 
también ha ocupado la Vicepresidencia de la Cámara. 


Nuestra intención es contarles cuál ha sido el trabajo parlamentario en estos tres años, y de ello se encargará 
el Vicepresidente de la Comisión, el señor Diputado Bentancor. 


SEÑOR BENTANCOR.- Damos la bienvenida a la delegación que nos visita en el día de hoy y a 
quienes la acompañan, profesor Ermida Uriarte y doctor Hugo Barreto, conocidos de esta Casa. 


Haremos una breve reseña del trabajo que hemos llevado adelante en la Comisión durante los tres años de la 
actual Administración, al frente de la cual se encuentra nuestro sector político. Debemos señalar que se 
apostó, fundamentalmente, al diálogo social como centro de lo que debería ser una política garantista del 
Poder Ejecutivo en materia de derechos y libertades sindicales y también de derechos en todo lo que tiene 
que ver con el sector empresarial. En la plataforma del Gobierno del Frente Amplio en este país, todo el tema 
laboral estuvo inscripto en un capítulo que se denominó "El Uruguay democrático", incluyéndose 
específicamente los derechos sindicales entre los derechos humanos y reconociéndose la necesidad de que se 
produjera una democratización en el sistema que permitiera avanzar en un relacionamiento lo más armónico 
posible entre empresarios y trabajadores. 


En este sentido, se retornó a una trayectoria histórica de nuestro país en cuanto a estos conceptos y se 
profundizó en ella. Desde principios del siglo pasado, el Uruguay tuvo un avance importante en materia 
laboral; fue uno de los primeros países que reconocieron las ocho horas para el conjunto de sus trabajadores. 
Luego apareció una serie de corrientes y de situaciones a nivel económico, se produjo la irrupción del 
neoliberalismo, que impregnó en gran parte las relaciones de trabajo, y fueron quedando por el camino 
algunas definiciones que nuestro país había realizado. 


Debemos señalar que Uruguay ha firmado prácticamente todos los convenios más importantes de la OIT, 
pero en la medida en que estos acuerdos deben ser refrendados por los poderes legislativos de los respectivos 
países, se había dado cierta falta de sintonía entre los derechos que se habían adjudicado a los trabajadores y 
empresarios a partir de la firma de esos convenios y la aplicación en la práctica de esos derechos. 


Por lo tanto, en primera instancia, se intentó reinstalar una serie de condiciones favorables para que el 
relacionamiento obrero-patronal fuera más fluido y pudiéramos ir modernizándolo en su desarrollo. A este 
respecto, nuestro país había dejado de aplicar a nivel general las normas vinculadas con la negociación 
colectiva. Quizás ustedes sepan que aquí funcionan los Consejos de Salarios, que estaban contemplados en 
una ley de 1943 y que habían operado hasta hace unos quince años, pero luego, por distintas concepciones de 
quienes tuvieron la responsabilidad de administrar el país, quedó sin efecto su convocatoria. Por ello, durante 
más de doce años muchos trabajadores se vieron privados de la posibilidad de discutir sus condiciones 
laborales con las respectivas patronales. Tal como se había comprometido en su Programa de Gobierno, esta 


Administración retomó los Consejos de Salarios. Es así que desde 2005 los trabajadores reiniciaron la 
negociación por rama de actividad que prevé la ley de 1943. 


Sin duda, esta norma no es perfecta; tiene más de medio siglo y por ello se está trabajando en la elaboración 
de una nueva iniciativa en la que se plasme un sistema más moderno de relaciones laborales. En estos días 
comenzaremos a analizar un proyecto de ley en ese sentido, con el asesoramiento expreso de la OIT. De 
todos modos, reitero que ha significado un gran avance el hecho de que los sindicatos dispongan de un 
ámbito de negociación que, lamentablemente, no se les había dado durante algunos años. 


Claro está que conformar un ámbito de negociación no resultaría suficiente en un país en el que había una 
situación de conflictividad permanente porque no se respetaban los derechos sindicales. Muchas veces hasta 
resultaba peligroso formar un sindicato, pues quienes lo llevaban adelante podían sufrir represalias por parte 
de las patronales. Por ello, además de la posibilidad de tener un ámbito de negociación se debió garantizar a 
cada trabajador de este país la libertad sindical como para que formalizara un sindicato y actuara dentro de 
ese marco, sin verse sometido a ningún tipo de presión. Inclusive, en caso de que la hubiere, a través de la 
defensa de los fueros sindicales es posible reinstalar al trabajador en su empleo si ante el Juez 
correspondiente se comprueba la persecución sindical. 


Nos parece que con estas dos medidas se ha registrado un avance muy importante en cuanto a la negociación 
colectiva y al desarrollo de los sindicatos, que empezaron a proliferar. Cabe destacar que la afiliación a los 
sindicatos se duplicó a partir de la entrada en vigencia de esas leyes; inclusive, en algunos sindicatos se ha 
multiplicado hasta por cuatro, pues ahora sí los trabajadores ven en el sindicato una herramienta útil y este 
puede cumplir con la función de discutir los salarios de los trabajadores. 


Esto trajo aparejado que no solo aumentaran los trabajadores afiliados sino también que el resultado de las 
rondas de Consejos de Salarios, más allá de las naturales marchas y contramarchas, fuera exitoso, laudándose 
en más del 90% de los sectores. Además, en muchos casos hubo avances en cuanto al mantenimiento del 
salario real de los trabajadores y hasta se consiguió un plus para la recuperación del salario perdido en los 
últimos años. 


También hemos propuesto, apoyado y discutido en esta Comisión leyes relativas a la tercerización, un 
fenómeno que en nuestro país preocupa bastante y que ha sido motivo de muchas situaciones conflictivas. La 
responsabilidad de las empresas tercerizadas con respecto a sus trabajadores ha llevado a muchísimos 
conflictos, pero hemos aprobado una nueva ley sobre la tercerización en la cual se logra un balance correcto 
entre la responsabilidad subsidiaria y la responsabilidad solidaria. Insistimos en que esto constituye un 
avance con respecto a la situación anterior. 


Por otra parte, se ha extendido el plazo para el reclamo de los créditos laborales de los trabajadores. En su 
momento, tuvimos una ley que amparaba a los trabajadores para que pudieran hacer el reclamo de sus 
créditos laborales durante diez años, pero por disposición de Administraciones anteriores ese plazo se redujo 
drásticamente a solo dos años. En la actualidad, en virtud de una ley aprobada por esta Administración, el 
plazo para el reclamo de los créditos laborales se extendió a cinco años, lo que por cierto parece bastante más 
razonable. 


También se ha avanzado en materia de licencias especiales para la actividad privada. Por ejemplo, hemos 
trabajado en las licencias especiales por estudio para los trabajadores privados dado que en el nivel público 
esas licencias siempre estuvieron vigentes. 


Además, hemos avanzado en lo que tiene que ver con las madres adoptivas, a las que se hace extensiva la 
licencia maternal como si fueran las madres biológicas de los niños adoptados. 


Al mismo tiempo, estamos avanzando en la aplicación de la ley de ocho horas para el sector rural. 
Posiblemente, esto les pueda sorprender pero en nuestro país, más allá de una normativa general de que todo 
trabajador debe trabajar ocho horas que viene prácticamente de un siglo atrás, habíamos dado la espalda en 
este sentido a los trabajadores rurales, con distinto tipos de justificación: que el trabajo rural es distinto al de 
las ciudades, que la modalidad no favorecía la posibilidad del control de esas ocho horas, etcétera. 
Precisamente, en este momento estamos debatiendo la implementación de estas ocho horas para el sector 
rural. 


También se está trabajando con un proyecto de ley que tiene que ver con la prevención de los conflictos, más 
explícitamente, con las ocupaciones de los lugares de trabajo, para llenar un vacío o resolver una dificultad 
que hemos encontrado, reglando ese tipo de situación y partiendo de la base hablo en términos de lo que 
plantea el Poder Ejecutivo de que la ocupación forma parte del repertorio de medidas que comprende el 
derecho de huelga de los trabajadores, pero que como parte de ese derecho es pasible de reglamentarse. 


Entonces, estamos previendo un tipo de reglamentación para esa medida. Desde ya digo que rescatamos la 
posición que sobre el tema tiene la Comisión de expertos de la OIT, que la considera un tipo de medida 
viable a ser ejecutada por los trabajadores salvo en algunas situaciones siempre y cuando sea tomada en 
forma absolutamente pacífica. 


Como dijo el señor Presidente de la Comisión, repartimos nuestras horas de trabajo entre dos cosas. Una de 
ellas es recibir a delegaciones que generalmente vienen afectadas por algún tipo de conflicto. En estos casos 
tenemos una línea directa con el señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social pues es en dicha Cartera donde 
se dirimen las situaciones conflictivas. Muchas veces, este ámbito ha ayudado a encontrar soluciones para 
conflictos que conmueven a esta sociedad, y atender ese tipo de delegaciones nos insume muchas horas de 
trabajo. También realizamos el asesoramiento al plenario de la Cámara sobre los proyectos de ley que acabo 
de señalar. 


Cabe aclarar que siempre estamos ante la disyuntiva del poco tiempo que dedicamos a legislar en tanto 
debemos atender situaciones de conflicto que siempre existen en una sociedad. Creemos que hasta ahora el 
balance es positivo puesto que también está dentro de los cometidos de la Comisión atender ese tipo de 
problemas. 


Estos son los temas que hemos venido manejando hasta el momento. En general, es norma de esta Comisión 
avanzar en los proyectos de ley luego de recibir a todas las delegaciones. Por donde ustedes están sentados 
hoy pasan permanentemente delegaciones tanto de empresarios como de trabajadores, la Cátedra, a la que 
siempre estamos invitando para que nos dé los puntos de vista del Derecho laboral más recibido, y la 
Universidad, para tener un marco de referencia y tomarlo como insumo a fin de desarrollar nuestra tarea 
legislativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos en un ámbito parlamentario y, lógicamente, hay diferentes visiones 
sobre los mismos temas. Esta ha sido a visión del partido de Gobierno. 


Así, el señor Diputado Iturralde Viñas me ha pedido la palabra para presentar la visión de uno de los 
principales partidos de la oposición, el Partido Nacional. Quiero decir que también nos acompaña el señor 
Diputado Pablo Abdala, del mismo Partido, delegado de sector del Herrerismo. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Doy la bienvenida a nuestros invitados y voy a tratar de ser breve 
porque queremos escuchar qué están haciendo por acá, lo que nos contará el doctor Ermida 


Quiero decirles que están en buenas manos, con profesionales importantes como los doctores Ermida y 
Barreto. En particular, el doctor Ermida tiene una vastísima trayectoria a nivel nacional e internacional. Su 
currículum habla por sí solo de lo que significa tener la suerte de hacer un curso de actualización con el 
doctor Ermida. 


Naturalmente, este ámbito es plural. En el caso del señor Diputado preopinante y en el mío, tenemos la suerte 
de participar en la Comisión de Trabajo del Parlamento del MERCOSUR, Entonces, seguramente, vamos a 
tener algunos temas en común. Está todo el proceso de unificación; lo relativo al emparejamiento en las 
legislaciones; analizar qué va a pasar con los distintos sistemas que tenemos con los convenios 
internacionales y cuáles son los mecanismos para que la integración y la legislación laboral puedan servir 
para facilitar el tránsito de personas, ya que es uno de los derechos esenciales que tenemos que lograr si 
queremos constituir un mercado. 


Naturalmente, no compartimos muchas de las apreciaciones que hacía el señor Diputado Bentancor. Nosotros 
somos de la oposición; se imaginarán que muchas de las medidas que fueron criticadas las tomaron nuestro 
Partido y el Partido Colorado, que creían en determinadas políticas, y lo expuesto previamente no es nuestra 
visión, pero quizás nos enriquezca el debate y el análisis a fondo. 


Sí queremos marcar algunos matices con relación a cosas que nos preocupan y que algunos de los gremios en 
este momento están pensando en trasladar a la OIT, como es la diferencia notoria que ha hecho el Gobierno 
entre los gremios privados y los públicos. Si bien el Gobierno ha tenido una actitud de aceptar la ocupación 
de los lugares de trabajo en el ámbito privado, no lo ha hecho en el ámbito público, lo que genera una 
diferencia importante y nos preocupa porque entendemos que todos los trabajadores son iguales; no hay 
trabajadores de primera o de segunda. Entendemos que el Gobierno no debe tener una actitud diferente frente 
a trabajadores que puedan tener una cierta posición política. Pero esos son matices para dialogar y no sé si 
tendremos la oportunidad para debatir más a fondo sobre estos temas. 


Por otro lado, creemos que la legislación laboral debe ser un conjunto de normas que dé certezas y reglas 
claras. Como decía el jurista uruguayo Eduardo J. Couture, el derecho laboral genera determinadas 
desigualdades para tratar de equiparar aquellas desigualdades que surgen del mismo hecho económico que 
por una posición de desigualdad al que no tiene más que su trabajo para defenderse. Tenemos plena confianza 
en que el derecho laboral puede ayudar a mejorar las relaciones laborales y la vida de la gente y es en ese 
sentido que tratamos, permanentemente, de actualizarnos, trabajar y realizar seminarios. Quizás tengamos la 
oportunidad de hacer alguna actividad con ustedes. En pocos días vamos a tener la visita de expertos de la 
Organización Internacional del Trabajo para dialogar sobre uno de los temas que ha sido de los más 
polémicos en los últimos tres años. En pocos minutos estará llegando el señor Ministro para volver a dialogar 
sobre una medida que el Gobierno ha creído legítima y que desde la oposición hemos cuestionado 
severamente como es la ocupación de los lugares de trabajo como ejercicio de derecho de huelga. Si bien esto 
tiene su apoyo en la doctrina, nosotros entendemos que eso debe estar limitado por el derecho de propiedad, 
por el de libre tránsito y por el de los trabajadores que no quieren ejercer una medida de ese tipo. Entendemos 
que eso debe regularse y que tiene que haber leyes, que en definitiva, nuestra región y nuestro país lo que 
necesitan son reglas claras que permitan saber a qué atenernos y, en cierta medida, prever cuáles van a ser las 
resoluciones de los jueces. En definitiva, eso es lo que significa tener "reglas claras": saber, más o menos, a 
qué atenernos frente a una resolución de los jueces. 


Quiero reiterarles que son bienvenidos y que si surgiera la posibilidad de realizar un debate sobre lo que ha 
significado la legislación de estos últimos tiempos, estaríamos encantados de hacerlo, pero no sentimos que 
este sea el momento por falta de tiempo y porque la idea era recibirlos de manera protocolar. 


Muchas gracias por la visita y estamos a las órdenes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La intención de la Comisión era que ustedes tuvieran las dos campanas y 
comentarles cuál es nuestro trabajo. Actualmente tenemos siete proyectos de ley a estudio y doce 
pedidos de audiencia. 


También queríamos darles la oportunidad de que expresaran sus dudas, por lo que quedamos abiertos a las 
preguntas que nos quieran formular, sin ningún tipo de temor. 


SEÑOR ERMIDA URIARTE.- Soy Director del Instituto del Derecho del Trabajo de la Facultad de 
Derecho, Universidad de la República. 


Simplemente, quiero hacer una brevísima presentación sobre los colegas que nos visitan. 


La Asociación de Magistrados del Trabajo, de la 4” Región de Brasil, Río Grande do Sul que es, obviamente, 
la agrupación de magistrados especializados en materia laboral tiene, desde hace cierto tiempo, una estrecha 
relación con el Instituto de Derecho del Trabajo de la Facultad y con la Escuela de Posgrado de la 
Universidad de la República. Hace unos años, ellos realizaron uno de sus congresos en Montevideo, en la 
Universidad, y hemos tenido distintos intercambios. 


En ese marco de cooperación entre el Instituto de Derecho del Trabajo de la Facultad y la Asociación de 
Magistrados del Trabajo de Brasil, en este momento se está realizando a pedido de ellos un curso de posgrado 
de actualización de Derecho del Trabajo, comparando las reformas recientes en la legislación brasileña y 
uruguaya, que dura toda la semana. 


Es en ese marco que resolvimos armar el curso, que tiene las clases en la tarde y actividades extracurriculares 
en la mañana. Una de las principales es, precisamente, entrevistarse con los legisladores nacionales que están 


trabajando en este tema. 


Mañana habrá una visita del grupo de los miércoles, ese grupo de estudio informal en Derecho Laboral que 
constituyó en su momento el profesor Américo Plá Rodríguez. También habrá una visita a la Suprema Corte 
de Justicia, etcétera. 


Simplemente, en nombre de la Facultad, quiero agradecer esta oportunidad a la Comisión de Legislación del 
Trabajo y decirle que los visitantes son, todos ellos, Jueces de Trabajo brasileños, en su mayor parte, como es 
lógico, son de Río Grande do Sul, porque la asociación organizadora es de allí, pero han traído algunos 
Jueces de otras regiones, de San Pablo, Bahía, Río de Janeiro, etcétera. 


También quiero hacer un breve reconocimiento a las autoridades de esta asociación, que han trabajado 
muchísimo en todas estas actividades con la Facultad de Derecho. Quiero reconocer la acción de su anterior 
Presidente, Ary Marimon Filho y, obviamente, del actual Presidente, Luiz Antonio Colussi, a quien si el 


Presidente de la Comisión lo permite cedo el uso de la palabra, sin perjuicio de agradecer las palabras del 
Diputado Iturralde Viñas, que sin duda se han de deber a una antigua amistad más que a ningún hecho real. 


SEÑOR COLUSSI.- (El orador se expresa en idioma portugués) 
SEÑOR MARIMON FILHO.- (El orador se expresa en idioma portugués) 


SEÑOR SCHMIDT.- (El orador se expresa en idioma portugués) 


SEÑOR BENTANCOR.- Quiero hacer un planteo que implica salirnos del protocolo y de lo que es el 
trabajo habitual de la Comisión. 


Da la casualidad de que nuestro próximo invitado del día de hoy es el señor Ministro de Trabajo y Seguridad 
Social, quien comparece para referirse a una serie de temas que tenemos pendientes. | Entonces, creo que 
sería una buena oportunidad para presentar al señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social a la delegación 
que nos acompaña. Se trataría de una cuestión informal y breve, y que coronaría muy bien la visita de los 
Jueces y los Magistrados de Trabajo de Río Grande do Sul de la 4a. región de Brasil. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos totalmente de acuerdo con lo propuesto por el señor Diputado 
Bentancor y, además, era la intención de la Comisión. 


Antes de recibir al señor Ministro quisiera informar a nuestros visitantes que vamos a entregar al Presidente y 
al ex Presidente los proyectos de ley aprobados y a estudio en esta Legislatura, conjuntamente con los datos 
informáticos. Lamentablemente, por ser tan numerosa la delegación, no podemos entregar esta información a 
cada uno de sus integrantes, por lo que solicitamos a los destinatarios que la distribuyan entre los demás 
miembros. 


También queremos comentar que el día 4 de setiembre esta Comisión, con el apoyo de la Organización 
Internacional del Trabajo, realizará un simposio, un encuentro sobre negociación colectiva, en el que 
participarán los diferentes actores de la sociedad, los gremios, los trabajadores, la Universidad de la 
República y las Universidades privadas. Cuando tengamos los resultados del encuentro, si a la delegación le 
interesa, se los haremos llegar en forma digital. 


Agradecemos su presencia y recibimos al señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social. 


(Ingresa a Sala el Ministro de Trabajo y Seguridad Social, señor Eduardo Bonomi, y el Director Nacional de 
Trabajo, señor Julio Baráibar) 


(Se retira de Sala la delegación de Jueces de Trabajo de Río Grande do Sul y de la Asociación de Magistrados 
del Trabajo de la 4a. Región, AMATRA IV) 


——— Antes de empezar a conversar con el señor Ministro quiero informar que tenemos a estudio cuatro 
proyectos de ley referentes a extensiones del seguro de desempleo. Una de ellas, la de RILOMAN, debe 


pedirse en forma urgente, por lo que solicito que después todos los integrantes de la Comisión firmen la 
moción. En el día de mañana deberemos tratar la de la empresa BAO tendremos que hacer un procedimiento, 
y nos quedarían dos más. Si todos los señores Diputados están de acuerdo, podríamos votarlas el día de hoy 
para poder ingresarlas a Cámara la semana que viene. Me refiero a las extensiones de seguro de desempleo 
de las empresas FINDELUZ S.A. y DAROK S.A. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 
——— Cinco por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


También tenemos a estudio otro proyecto de ley sobre el otorgamiento de licencias especiales, que vino con 
algunas variaciones del Senado. 


Ahora sí, damos la bienvenida oficial al Ministro de Trabajo y Seguridad Social, señor Eduardo Bonomi, y al 
Director Nacional de Trabajo, señor Julio Baráibar. Es realmente un gusto recibirlos nuevamente en la 
Comisión. 


Más allá de las reuniones habituales que mantenemos con el señor Ministro, el motivo por el que fueron 
convocados hoy particularmente es para hacer referencia al proyecto de ley enviado por el Poder Ejecutivo, 
titulado "Locales de empresas u organismos públicos ocupados por sus obreros, empleados o funcionarios en 
ejercicio de sus derechos sindicales". 


Nos parece de orden dar la palabra en primer lugar al señor Ministro, y después a los señores Diputados que 
deseen intervenir, tal como lo hacemos habitualmente. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Muchas gracias, señor Presidente. 
Entonces, el tema por el que fuimos convocados, es la ley de desocupación. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Exactamente. Este proyecto ingresó la semana pasada al Parlamento. 


SEÑORA PASSADA.- En realidad, queríamos considerar dos temas; uno de ellos fue incorporado por 
el señor Diputado Delgado, relativo al sector de la pesca, a sindicalizados y no sindicalizados. Creo que 
así se lo transmitimos al señor Ministro. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Lo que plantea la señora Diputada Passada es esencialmente correcto. 
Yo quisiera agregar al final, abusando de la buena voluntad del señor Ministro, una consulta sobre el 
desenlace del conflicto de los negociadores del Ministerio, que ha estado en el tapete y fue objeto de 
análisis en su última comparecencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pido disculpas a mis queridos compañeros; en realidad, me estoy 
reintegrando hoy a mi función. De manera que les consulto cuál es el orden en el que prefieren tratar 
los temas. ¿Empezamos por el asunto que plantea el señor Diputado Delgado? 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Entiendo que deberíamos empezar por el proyecto de ley relativo a la 
ocupación, ya que en la última reunión quedaron planteadas algunas dudas al respecto. Me parece que 
ese es el tema de fondo; no digo que los demás no sean importantes, pero este ha llevado tres años y 
medio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si todos están de acuerdo, empezamos con ese asunto. 


(Apoyados) 


——- La Comisión logró ponerse de acuerdo. 


Adelante, señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Yo estaba en Ginebra cuando los 
empleadores, seis Presidentes de Cámaras, se reunieron con el señor Presidente y le hicieron 
determinados planteos sobre el proyecto de ley de negociación colectiva. Cuestionaron el capítulo sobre 
prevención de conflictos, particularmente, lo relativo a las ocupaciones; no estoy seguro si eran los 
artículos 21, 22 y 23 o 22, 23 y 24. 


Creo que yo comenté acá que el Presidente de la OIE, el señor Daniel Funes de Rioja, a principio de año se 
había reunido con nosotros en la Cámara de Industria y que también cuestionaba esos artículos. Decía que ese 
punto era un problema para la OTE, y no así el resto de la ley, con respecto a la cual podían tener algunas 
diferencias, pero que no hacían a algo sustancial. 


Cuando estábamos en Ginebra, conversamos dos veces con el señor Presidente, quien nos manifestó cuál era 
la preocupación del sector empresarial. Nosotros le planteamos que, sin afectar el contenido de fondo de la 
ley, perfectamente se podía retirar la parte referida a las ocupaciones. Y el Ejecutivo se comprometió a retirar 
el capítulo sobre prevención de conflictos. 


Posteriormente, en oportunidad del viaje a Panamá se le planteó al señor Presidente la conveniencia de 
derogar al decreto relativo a ocupaciones. 


En ese caso, no tuve una consulta en el momento, porque coincidió con mi regreso y yo tenía el celular 
apagado en el avión. Creo que la consulta fue con el doctor Bruni. En esa instancia se planteó derogar el 
decreto, pero contando antes o simultáneamente con otro instrumento. 


La última vez que vine a esta Comisión solicité la posibilidad de hablar sin versión taquigráfica porque 
todavía no había hablado con el señor Presidente. En esa ocasión dije que le iba a proponer que se planteara 
al Poder Legislativo la aprobación del proyecto de ley que está firmado por el Diputado Delgado. Ese 
proyecto me fue presentado hace algo más de dos años por una delegación del Partido Nacional en una 
reunión que mantuvimos en el Ministerio. Esa delegación estaba integrada por tres o cuatro Diputados, entre 
ellos, los aquí presentes, y los Senadores Heber, Gallinal y Lara; creo que también estaba el Senador Penadés. 
Esta delegación me presentó dos proyectos de ley, uno firmado por tres Diputados, que transformaba en ley 
el decreto o era muy parecido derogado por el ex Ministro del Interior, José Díaz, y otro, firmado por el señor 
Diputado Delgado. Me plantearon que el Partido Nacional entendía que con cualquiera de los dos se podía 
solucionar el problema. 


Creo que ya hice la historia del por qué de este decreto, que todavía está vigente. Había surgido de una 
conversación con el sector empresarial a principios del año 2006, con el fin de elaborar un proyecto de ley de 
prevención de conflictos. Los entonces Ministros de Ganadería, Agricultura y Pesca, José Mujica, y de 
Industria, Energía y Minería, Jorge Lepra, y los Ministros de Economía y Finanzas, Danilo Astori, y de 
Trabajo y Seguridad Social acordamos retirar el proyecto y empezar un proceso de discusión, de elaboración 
de un proyecto de ley de negociación colectiva con un capítulo de prevención de conflictos y, mientras tanto, 
íbamos a transformar el proyecto de ley en decreto, que decía más o menos lo mismo, sobre todo en lo 
referido a las ocupaciones, pero que no tenía la fuerza de la ley, sino que tenía un alcance más limitado. 


El sector empresarial que estaba presente luego lo ratificaron en la reunión con los Presidentes de las 
Cámaras Empresariales consideró que era un paso muy positivo. Aclararon que no coincidían con el decreto, 
que no era lo mismo y que lo iban a impugnar. Ellos mismos plantearon los tiempos de impugnación del 
decreto; dijeron que no iba a ser menor a dos años, y que en ese lapso había que tener un proyecto de ley 
discutido entre todos, presentarlo, aprobarlo y después derogar el decreto. Nunca pudimos discutir el 
proyecto de ley; cuando llegó el momento de la discusión, se retiraron del diálogo sobre ese aspecto por 
diferencias con la ley de tercerizaciones. Entonces, nosotros mandamos el proyecto de ley al Parlamento, 
como borrador, no diciendo que debía ser definitivo sino que era para discutir; cambió el ámbito de 
intercambio; ahora es en el Poder Legislativo, y seguía vigente el decreto. 


A nuestro juicio, el decreto tuvo el efecto que buscábamos: bajaron las ocupaciones, pero en algún momento 
se iba a derogar. Cuando estábamos en camino a esto creo que en alguna reunión acá también manifesté que 
íbamos a impulsar la aprobación del proyecto de ley del señor Diputado Delgado y el Presidente dijo que se 


comprometía con la derogación del decreto, planteamos hacerlo simultáneamente con la aprobación del 
proyecto de ley. Por cierto, al proyecto le cambiamos la exposición de motivos, le sacamos algunas 
afirmaciones que nosotros compartimos pero que, a nuestro juicio, ponían un grado de contradicción mayor 
con el sector empresarial como, por ejemplo, que la ocupación forma parte de la huelga y le agregamos un 
pedido de informes al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Eso es lo que hemos planteado. 


Tengo entendido que cuatro Presidentes de las Cámaras Empresariales solicitaron una reunión con el señor 
Presidente para hablar sobre este tema, pero no conozco cuál es el contenido. Ayer el señor Presidente me 
comunicó eso, pero no sé en qué está. 


Lo que tenemos claro es que mientras no se apruebe una ley en ese sentido, el decreto sigue vigente. Cuando 
se apruebe la ley, derogaremos el decreto; en realidad, no tenemos demasiado apuro en un sentido o en otro 
mientras el tema se siga conversando con el sector empresarial. 


Eso es todo lo que tenía que decir. 


SEÑOR DELGADO. Si bien este era un tema en el que había quedado pendiente una segunda 
instancia, a partir de la anterior comparecencia del señor Ministro, también habíamos incluido otros 
temas, como el de la pesca, que nos parece interesante, porque ha habido algunas manifestaciones o 
denuncias de situaciones que podían llamarse presuntamente irregulares con relación a trabajadores 
no sindicalizados que vinieron a esta Comisión. 


El tema de las ocupaciones o de las desocupaciones de las empresas como se quiera llamar es complejo y 
sensible, y tiene mucho que ver con tres derechos que siempre decimos que están en el mismo rango: el 
derecho al trabajo, a la huelga y a la propiedad, y tienen que ver con algunos aspectos vinculados a certezas 
jurídicas que a nuestro juicio se vulneran. 


Tenemos que recordar también los contextos en los cuales en el año 2005 se producen determinadas acciones. 
Lo conversamos con el señor Ministro; varias veces tuvimos entrevistas en este sentido. Creo que el 
Gobierno se equivocó en derogar el Decreto N* 512. Además, quiero recordar que algunos integrantes del 
Gobierno han reconocido que quizás fue un error haberlo derogado. 


Recordemos que en el seno de esta Comisión hubo un fuerte debate con el entonces Ministro del Interior, que 
fue quien impulsó esa derogación, por más que la firmó todo el Gobierno. En aquel momento, el Ministro del 
Interior, José Díaz, decía que era partidario de la negociación y no del desalojo. Todos quienes tuvimos 
vinculaciones con el mundo de las relaciones laborales y, particularmente, con el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social eso lo podrá reconocer el señor Ministro o el señor Director Nacional de Trabajo, sabemos 
que jamás se habilitó en los casos que se hizo, que fueron muy pocos el desalojo de empresas ocupadas 
mientras hubiera negociación en curso. Es más: creo que la gran mayoría de los casos se resolvieron 
negociando con la participación activa del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social; históricamente ha sido 
así. Por eso no compartía esa dicotomía que el ex Ministro Díaz ponía arriba de la mesa: "Prefiero la 
negociación y no el desalojo". 


Hay un segundo elemento de juicio. Recordemos que al derogar aquel Decreto N* 512 se produjo una 
situación bastante caótica en el Uruguay. En el primer semestre de 2005 había trece empresas ocupadas. Se 
generó un vacío legal; se generó una gran incertidumbre. Recuerdo algunas reuniones que tuvimos en aquel 
momento con las Cámaras Empresariales que avistaban el temor de tener que iniciar juicios ordinarios que 
pudieran llevar meses o años pero, además, ni siquiera saber qué rama de la Justicia se declaraba competente, 
porque ninguna se hacía cargo. En aquel momento también tuvimos contactos con la Asociación de 
Magistrados, y ninguno se hacía cargo del tema; algunos entendían que no era civil; otros, que no era penal; 
el derecho laboral entendía que ellos participaban en lo que tenía que ver con los conflictos individuales de 
trabajo pero no en los colectivos, y se generó esa situación. En ese marco se presentaron algunas soluciones. 
Recuerdo que nosotros presentamos un proyecto de ley que tenía algunos de los elementos que contiene este, 
no todos. El mismo proyecto de ley fue presentado en el Senado por los señores Senadores Gallinal y Antía; 
en aquel momento también se presentaron otros proyectos. 


Dijimos en aquel momento, en el año 2005, en 2006 y en 2007, y lo reiteramos ahora, en 2008, que cualquier 
solución, por la vía que sea, por la del decreto o por la de la ley, que implique regular las relaciones 


colectivas de trabajo y, particularmente, en un tema sensible que, a mi juicio, vulnera otros derechos como, 
en este caso, a la propiedad y al trabajo y genera incerteza jurídica como es el tema de las ocupaciones, 
necesitaba de una amplia base de consenso. Ese es un postulado de la OIT de toda la vida, pero, además, es 
un tema de sentido común; es un tema muy sensible. Si bien hoy en Uruguay hay determinadas mayorías, 
quizás dentro de un año y medio o dos años hay otras. Por lo tanto, en estos temas tan importantes, no 
podemos ir funcionando en función valga la expresión de mayorías circunstanciales, sino que debemos 
intentar buscar los entendimientos y los consensos, sobre todo a nivel de los sectores del trabajo, tanto con 
los trabajadores como con los empresarios, y, además, con los Partidos políticos ya sean oposición o 
Gobierno porque así se le da mayor aplicabilidad a las soluciones que se encuentren. 


Recuerdo que en aquel momento, en el año 2005, todos los proyectos fueron muy cuestionados tanto por el 
Gobierno como por los trabajadores y el Gobierno optó por un decreto al que recién hizo referencia el señor 
el Ministro en el cual por primera vez se establecía la ocupación como extensión del derecho de huelga. Ese 
decreto fue impugnado por doscientas empresas. Hoy hay varios fallos del Procurador de lo Contencioso 
Administrativo a la espera de una sentencia de la justicia administrativa, de un fallo del Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo. En ese ínterin se realizaron algunas acciones en la justicia civil, si mal no 
recuerdo creo que fueron once me corregirán las autoridades y la mayoría fueron favorables al desalojo de las 
empresas ocupadas. Entonces, me parece que son insumos a tener en cuenta para avanzar en un tema tan 
importante. 


Yo siempre cuestioné la oportunidad y la forma, pero en particular la oportunidad porque recién se está 
empezando a trabajar, luego de una ronda bastante dificultosa de Consejos de Salarios. Por lo tanto, me 
parece que no es conveniente volver a introducir un tema que es complejo, discutible, discutido y que genera 
fricciones. Por eso, me parece que no es la oportunidad de generar lo dije públicamente una nueva fricción 
entre empresarios, trabajadores y Gobierno. Creo que vale la pena intentar avanzar en la posibilidad de 
acuerdos entre las partes. 


El señor Presidente de la República y el señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social anunciaron que la 
referencia a las ocupaciones de los lugares de trabajo se había excluido del proyecto de ley de negociación 
colectiva; yo lo simplifico así aunque sé que tiene otro nombre. Ustedes saben que yo no tengo resquemores 
en reconocer algunas acciones cuando me parece que están bien y públicamente reconocí que el Presidente 
hacía muy bien en anunciar el retiro porque evitaba un elemento de fricción importante. Además, en la 
ocasión en que el señor Diputado Iturralde Viñas interpeló al señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social 
por este tema, haciendo uso de una interrupción, planteé la posibilidad de avanzar en estos temas con la 
apertura, el consenso y los acuerdos necesarios y el señor Ministro se comprometió a ello, lo que iba en 
consecuencia con el compromiso que el señor Ministro había asumido en la Comisión Permanente. 


Por todo esto creo que más allá de las posiciones que cada uno tenga yo tengo muy clara mi posición en 
cuanto a la ocupación, lo dije en mi intervención y lo he reiterado públicamente me parece que en un tema 
como este, en el momento en que se da, es necesario agotar las vías de los acuerdos, aunque perfectamente el 
Gobierno pueda insistir en algunas normas para regularlas como lo hizo al elaborar un decreto que fue 
impugnado. Yo aspiro a que el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, sobre todo en vísperas de un año 
electoral, tenga claro que tiene que cumplir un rol en un momento muy importante para Uruguay. El próximo 
año va a ser muy complejo, el tema laboral va a estar en la agenda de la campaña electoral al igual que otros 
asuntos y, seguramente, los escenarios de la próxima elección arrojarán situaciones diferentes en un sentido o 
en otro. Por eso, más allá del debate que podamos dar cuando se trate el proyecto en cuestión, que lo 
discutiremos y escucharemos a todas las partes, creo que el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social tiene la 
responsabilidad histórica, por la situación en que se da, por los antecedentes, por la inminencia de un fallo de 
la justicia administrativa y por la oportunidad política en la que se está debatiendo, de manejar este tema con 
mucha cautela pero, por sobre todas las cosas, con un grado de apertura y de consenso para no generar un 
nuevo factor de enfrentamiento en un momento complicado para el país. Esta es mi aspiración, quizás sea un 
poco crédulo y a veces la ingenuidad en política no es buena consejera. 


Yo creo que el Presidente dio un buen paso al sacar el tema de las ocupaciones del proyecto de negociación 
colectiva. Por lo tanto, aspiro a que, consecuentemente con eso, no solo se tengan en cuenta los antecedentes 
en estos tres años y la realidad de hoy, sino que se tenga la apertura para buscar los entendimientos y los 
acuerdos para que al legislar en esta materia tengamos la base de sustentación social y política necesaria para 
lograr aplicabilidad en el futuro. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Sabida es mi posición contraria a la aplicación de la ocupación como 
extensión del derecho de huelga, por lo tanto no voy a abundar en el tema. Lo que sí me parece es que 
este proyecto de ley fue la primera impresión que nos causó no soluciona el tema porque se trata de 
dotar a la legislación de un derecho de fondo. Decir que va a haber un tribunal competente que va a ser 
el encargado de resolver sobre el fondo del asunto está muy bien; es un paso necesario pero no 
suficiente. Lo que hay que hacer es resolver si la medida es legítima, si se ajusta a derecho y si en la 
norma se va a incluir que la ocupación vale como el derecho de huelga. 


Por supuesto que me parece que es necesario tutelar el derecho de los trabajadores a la huelga y también la 
libertad sindical y la libertad de huelga que tiene una faceta negativa que es la del trabajador que o no está 
afiliado o, estando afiliado, no quiere ejercer el derecho de huelga. Esto me parece que es central. Nosotros 
no podemos dejar los instrumentos y los mecanismos a través de los cuales los trabajadores toman las 
medidas solamente en manos de los que son activos. Este es un derecho que el artículo 57 de la Constitución, 
de acuerdo con los antecedentes de la Constituyente de 1934, asigna al conjunto de los trabajadores y no 
solamente a los sindicalizados. Creo que eso es lo que ha afectado más, por lo menos desde mi punto de 
vista, a todos los episodios que se han dado en los últimos tres años. Muchas veces estas medidas no eran 
tomadas por el conjunto de los trabajadores considerados como tales, sino por un conjunto de trabajadores 
agremiados que, muchas veces, eran minoría. Por esta razón, entendemos que se vulnera el derecho al trabajo 
de aquellos trabajadores que no quieren ejercer el derecho de huelga. 


El señor Diputado Bentancor ha dicho en reiteradas oportunidades que nosotros cumplimos con la opinión de 
expertos de la OIT. Sabido es que yo no estoy de acuerdo con esa visión, creo que no es así, pero, en todo 
caso, la Organización Internacional del Trabajo cuando analiza este tipo de medidas equiparándolas al 
piquete de huelga, lo hace estableciendo algunas condiciones que limitan el ejercicio del piquete de huelga 
como medida gremial. Una de ellas es no obstaculizar el derecho al trabajo de quienes no quieren integrase a 
una medida de este tipo, otra es no obstaculizar el libre tránsito de mercaderías y de personas y, además se 
está vulnerando el derecho de propiedad. 


Entonces, creo que son muchos los derechos que hay con relación a este tema; creo que vale la pena seguir 
trabajando para buscar un acuerdo. En paralelo al proyecto que regulaba el derecho procesal del tema, que 
había presentado el señor Diputado Delgado, fue presentado otro por parte del señor Diputado Borsari 
Brenna, junto con varios compañeros de la bancada de mi Partido, que regulaba las normas a través de las 
cuales la Policía debía proceder al desalojo. Al mismo tiempo, con algunos otros compañeros, también 
presentamos un proyecto de ley en el cual marcábamos en qué casos la ocupación podía ser considerada 
ilegítima y regulábamos los casos en que la empresa se hubiera retirado del país, no hubiera titulares, hubiera 
un "lock out" patronal ofensivo, dejando una puerta abierta para que la ocupación se ejerciera cuando 
estuvieran en juego los derechos fundamentales de los trabajadores, a fin de su salvaguarda. 


Creemos que esto debe ser regulado. Voy a repetir algo que hemos dicho a lo largo de todos estos años: la 
ocupación, más que un derecho, es un hecho. Que la legislación lo analice y le dé cabida o no es 
independiente de que las ocupaciones existan. La diferencia radica en si esa medida está amparada por el 
derecho, porque si es así, vuelvo a citar al economista Juan Manuel Rodríguez: la única alternativa que va a 
tener el empresario va a ser aceptar el reclamo de los trabajadores para que la empresa sea desalojada. Ahora, 
si no está amparada por el derecho, hay otros mecanismos. Lo que nos parece que debe hacerse en este caso 
es buscar una legislación equilibrada. Las ocupaciones van a existir como ha existido toda la vida. Lo que 
pasa es que antes, al no tener un amparo jurídico, estas ocupaciones se daban como medida última, extrema, 
y las empresas eran desalojadas cuando la negociación culminaba. Recuerdo únicamente el desalojo de los 
bancarios, en aplicación de este decreto, en el Gobierno de Pacheco Areco; no recuerdo otro caso en la 
historia en que se haya hecho un desalojo por medio de la fuerza. En los cinco años que estuve en el 
Ministerio y en los cinco posteriores, en que estuvo el Diputado Delgado, no recuerdo que así haya sucedido. 
Hubo un problema grande en el primer Gobierno del doctor Sanguinetti en la Asociación Española, que se 
resolvió por un plebiscito, que fue desconocido, pero hubo soluciones; no hubo nunca hechos de violencia. 
Lo que importa sí es que estas reglas, a veces, generan determinados mecanismos. Esto es difícil decir, pero 
es algo que corresponde a la responsabilidad política que tenemos los actores políticos, y cuando digo esto 
también incluyo a otros actores que no son legisladores, como pueden ser los sindicalistas, el movimiento 
sindical uruguayo, por el que tengo muchísimo respeto: cuando se juega una carrera de radicalización y de 
medidas que puedan resultar más o menos simpáticas a los ojos de alguien que está luchando por una causa, 


naturalmente, el de al lado dice: "Yo no te voy a dejar solo; yo voy tomar la misma medida", y esto genera 
determinada lógica de promover ciertas acciones que creo que no hace bien al país. 


De todas maneras, creo que esto ha sido un paso adelante, lo que no quiere decir que esté anunciando que 
vaya a votar este proyecto de ley. Me parece que cuando el Gobierno dice que va a derogar el decreto, lo que 
tiene que hacer es derogar el decreto; al menos fue a lo que se comprometió. Creo que hay un avance en este 
tema, más allá de algunas cosas que son importantes como, por ejemplo, la legitimación activa, que no podría 
estar solo en manos del propietario porque ahí estaríamos tutelando solamente el derecho de propiedad. Creo 
que también tendríamos que ponerla en manos del conjunto de los trabajadores porque, a veces, se va a 
reclamar un desalojo para proteger el derecho de propiedad, y otras, las que más han sucedido, para proteger 
el derecho al trabajo de quienes no quieren ejercer una medida. 


Asimismo, hay una cosa que me rechina en el artículo final, ya haciendo un análisis más fino, y es cuando 
dice que el Juez debe consultar bajo pena de nulidad las negociaciones. Si nosotros estamos buscando un 
marco jurídico normativo objetivo que regule a través de normas y de certeza, no podemos dejar lugar a que 
haya una consulta que esté regulada por la discrecionalidad, ni siquiera voy a decir por la arbitrariedad. Las 
normas tienen que ser objetivas; si hay un hecho objetivo, si hay que regular un desalojo por una ocupación, 
ello debe estar previsto en una ley y no debe depender de una decisión administrativa. Me parece que eso es 
claro, que tiene que ser de esa manera y no puede plantearse que la sentencia sea nula, porque una sentencia 
no puede dejar de ser válida porque no se hizo una consulta administrativa. Que en el proceso de negociación 
el Juez consulte a las autoridades administrativas y en mi opinión debe darse en lo previo, cuando comienza 
el reclamo acerca de en qué está la negociación, sí me parece importante. No creo que deba ser al finalizar un 
proceso; al finalizar un proceso está culminado. Cuando el Juez se enfrenta a un conflicto vivo, que no es de 
puro derecho, sino con hechos, lo primero que debe hacer es la consulta que usualmente se hacía a quien 
estaba al frente del Ministerio: "¿Hay negociaciones en este caso?". Si las hay, tratemos de permitir que el 
tema se resuelva de acuerdo con la negociación. Si no hay negociaciones, ahí comienza un proceso judicial o 
un procedimiento administrativo de desalojo, como existía con el decreto anterior. Sí me parece que lo último 
no ayuda al decreto. 


De todos modos, y sin perjuicio de que esto no significa que yo esté anunciando que voy a acompañar este 
proyecto de ley, debo decir que es un avance, un paso necesario, pero no suficiente. Sobre todo en la 
exposición de motivos, hay algunos avances importantes; no pretendo marcar los errores que pueda haber 
tenido la Administración en este tema, que creo que los tuvo y que se equivocó. En el penúltimo párrafo, 
habla de los derechos constitucionales enfrentados y de la necesidad de legislar y pienso que es un avance; 
hasta ahora el Gobierno no había concedido este tema. Creo que estamos en el camino de resolverlo y me 
parece que es a través del diálogo. Esto es, por lo menos, un comienzo para poner sobre la Mesa algo que 
puede ayudar, que es necesario, pero no suficiente. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Voy a ser breve porque los compañeros han dicho parte importante de 
los argumentos que, sin ninguna duda, también fundamentan nuestra posición o, en algún sentido, 
alimentan nuestras dudas. Tampoco me voy a reiterar en lo que ya expresamos en la sesión pasada con 
relación a aspectos que hacen al contexto de esta discusión que estamos teniendo. A esta altura los 
argumentos de todas las partes son por demás conocidos, así como nuestra valoración con relación a la 
política laboral y la interpretación que el Gobierno da al derecho de huelga. Y especialmente en lo que 
tiene que ver con los antecedentes de esta decisión o de este proyecto de ley del Gobierno tampoco me 
voy a reiterar en algo que dije en la última sesión de la Comisión, cuando el señor Ministro 
compareció, en el sentido de que los dictámenes del Procurador del Estado en lo Contencioso 
Administrativo, a mi juicio como señalaba el señor Diputado Delgado, desencadenaron o dispararon 
esta serie de decisiones del Poder Ejecutivo que, a veces francamente lo digo, cuesta llegar a interpretar 
en su verdadero alcance y dimensión. Y en este sentido, voy al meollo de mi planteo, que es una 
reflexión y, a la vez, una consulta. 


Reitero: es difícil entender bien cuál es el sentido del proyecto de ley que el Poder Ejecutivo ha remitido, 
fundamentalmente, desde la lógica del propio Gobierno, del propio Poder Ejecutivo. Y ahí podría parecer que 
hubiera una contradicción entre Gobierno y oposición o, por lo menos, entre la oposición frente a este planteo 
de Gobierno y los planteos que nosotros mismos y el señor Diputado Delgado en particular realizamos en el 
pasado y que sirvieron de base aparentemente para este proyecto de ley. [Sin embargo, no hay contradicción 
en nuestra posición porque no hemos cambiado de forma de pensar, pero parecería que sí la hay en la actitud 


que ha adoptado el Gobierno. Lo digo porque quien lee los cinco artículos que componen este proyecto de 
ley podría llegar a la conclusión de que el Gobierno cambió de forma de pensar y que, a esta altura, no 
considera las ocupaciones como algo legítimo, como una forma de huelga atípica, sino exactamente como lo 
contrario y por eso prevé un mecanismo de carácter legal, a los efectos de la reivindicación del derecho y de 
restañar lo que nunca debió ocurrir. Este es un proyecto que establece un procedimiento y un mecanismo para 
desocupar. Ahora bien, como se ha señalado, no hay definiciones en cuanto al derecho de fondo, en cuanto a 
la legitimidad o no de la ocupación de los lugares de trabajo como medida de carácter gremial. En ese 
sentido, el Decreto N* 165 con respecto al que discrepamos, sobre todo, por razones sustanciales más que 
formales me parece que era mucho más claro, mucho más definido y que daba más certezas jurídicas en el 
marco de una incerteza mayor, que a mi juicio es la interpretación que el Gobierno hace de los derechos 
constitucionales a la hora de definir en qué casos procede o no la ocupación. Veremos qué vida le queda a ese 
Decreto; veremos si cuando efectivamente este proyecto de ley se apruebe el Gobierno procede a la 
derogación de ese Decreto o si antes lo anula la Justicia administrativa, lo que es altamente previsible. De 
todos modos, todavía la Justicia tiene que actuar y, una vez que resuelva, estaremos todos a lo que decida. No 
obstante, no podemos desconocer que quien asesora institucionalmente al Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, que es el Procurador del Estado, se ha manifestado inequívocamente en cuanto a que el 
Gobierno ha violado la regla de derecho; lo dice textualmente cuando admite las ocupaciones como extensión 
del derecho de huelga. 


Repito: si yo fuera Juez no lo soy, pero me pongo en el lugar de un Magistrado y frente al reclamo del titular 
de una empresa ocupada debiera fallar con respecto a la acción prevista en este proyecto que mañana podría 
convertirse en ley, procedería inmediatamente a la desocupación, porque no sería difícil interpretar lo que 
estaría implícito: la voluntad del legislador es establecer un mecanismo para desocupar, y si lo hace es porque 
implícitamente, tácitamente o porque está en la naturaleza de las cosas, la ocupación no procede o no es 
legítima. No se prevé un mecanismo para restituir algo que no está claro que deba restituirse. En todo caso, 
debería establecerse en qué casos procede la acción o en qué situaciones es procedente reclamar el desalojo o 
la desocupación de un lugar que está ocupado. Así lo establece el Decreto N* 165, que determina que la 
ocupación debe hacerse en forma pacífica y apela a los tres presupuestos que la OIT maneja en todos estos 
temas, como son la vida, la seguridad y la salud de la población. Pero este proyecto de ley por el que se 
pretende sustituir ese Decreto no hace nada de eso. 


El señor Diputado Iturralde Viñas decía que esto constituye un avance y, francamente, lo es en la lógica de 
quienes entendemos que la ocupación es ilegítima; por eso supongo que el Diputado Delgado presentó este 
proyecto en el momento en que este asunto hacía eclosión. Francamente, lo que nos llama la atención es que 
ahora el Gobierno lo haga suyo, a no ser que haya cambiado de forma de pensar, lo que no creo que haya 
ocurrido. Lo que me parece es que por este camino, en lugar de terminar de resolver una situación, 
sembramos todavía mayores incertezas. Y reitero que, francamente, me cuesta entender esto, sobre todo a la 
luz de la exposición de motivos que, en lo que podría considerarse un resumen de los fundamentos de 
Gobierno para remitir este proyecto, hace referencia a los diferentes derechos constitucionales enfrentados. 
Entonces, si el proyecto o la ley establecen un mecanismo para desocupar en función de que hay derechos 
constitucionales enfrentados y la Constitución en su parte dogmática consagra el derecho de huelga no a la 
ocupación y, además, el derecho al trabajo y a la propiedad, que se supone que frente a una ocupación 
terminan en colisión, y la norma pretende solucionar esta situación, la conclusión evidente es que en 
cualquier caso de ocupación de un lugar privado en particular, de un lugar de trabajo lo que procede es 
desocupar. Si el Ministro admite o acepta esto cosa que no creo que ocurra; estoy razonando por el absurdo, 
desde ya le diremos que acompañaremos el proyecto de ley. Pero repito que me cuesta entender la posición 
del Gobierno, sobre todo porque cuando el Ministro quiso explicar públicamente esta situación puso un símil 
que terminó de completar mi confusión, porque dijo que estaba bien legislar en este sentido de la misma 
forma que el robo es ilegal pero está bien legislar sobre el robo. Supongo que la idea era que está bien 
tipificar el robo como delito y establecer una sanción o una pena para el caso de que se incurra en ese tipo de 
conducta. Ahora bien, ¿qué debemos tomar como válido? ¿Que la ocupación está bien y es una alternativa de 
carácter constitucional? ¿O, en todo caso que, como el robo es una actividad ilegítima y hay que legislar 
sobre ella para que en caso de que ocurra existan mecanismos que protejan el derecho de quienes se vieron 
agredidos por esa acción? 


Reitero que después de tres años y medio seguimos en medio de una gran nebulosa. Y termino diciendo que 
todas estas indefiniciones o incertezas obedecen, entre otras cosas, a que el Poder Ejecutivo no ha logrado 
encauzar una política adecuada con relación a estos temas, porque cualquier vía o atajo que escoja para dar 


forma legal a esta situación colide con la Constitución, y notoriamente termina desbordando los límites 
constitucionales. Dado que esto es así, el resultado es que hemos permanecido en esta interminable sucesión 
de marchas y contramarchas y será difícil que culmine porque, como no hay presupuesto en la norma 
fundamental, que es la Constitución, la consecuencia es caer en este tipo de situaciones que, a esta altura, 
inclusive se vuelven difíciles de interpretar y de comprender. 


SEÑOR BENTANCOR.- Quiero expresar nuestra posición favorable a este proyecto de ley del Poder 
Ejecutivo. Nos habíamos comprometido a esto hace ya largo tiempo porque el Decreto N” 165 era 
transitorio. 


A veces, en la vida política se reciben palos porque bogas y por que no bogas, palos; se reclaman 
determinadas medidas pero, cuando estas se concretan, se vuelven a plantear reclamos. Esto ocurre no solo 
en el ámbito político, sino también en la esfera empresarial, en la que hubo un fuerte cuestionamiento al 
Decreto, pero las primeras reacciones fueron contrarias a este proyecto de ley; inclusive, algunos han dicho: 
"Preferimos el Decreto". Realmente, la situación se torna complicada. 


Como decía el señor Diputado Iturralde Viñas, partimos de una determinada premisa. Lo que no ha cambiado 
por parte de esta Administración es la idea de apegarse en todo lo posible a las resoluciones, convenios y 
recomendaciones del Comité de Expertos de la OIT. En cada una de las oportunidades en que hemos definido 
aquí grandes proyectos, nos hemos afirmado en la literatura de la OIT, que consideramos que nos 
compromete a todos porque surgió en ese ámbito tripartito. Por ello creemos que también en el tema de las 
ocupaciones nos hemos vuelto reiterativos y hasta hemos envejecido. [En un libro del año 1995 de la 
Conferencia Internacional del Trabajo queda meridianamente claro para quienes fueron encomendados a 
realizar un estudio sobre el derecho comparado en todos los países intervinientes en la Conferencia de OIT a 
los que se les pidió que presentaran sus memorias sobre su legislación y su práctica respecto a los derechos 
de los trabajadores y, específicamente, a los convenios que tuvieran que ver con estos temas vinculados al 
Convenio N* 87 y N* 98 y específicamente sobre las ocupaciones. 


Y la Comisión de expertos de la OIT llega a una conclusión que es muy clara. En este informe, lo 
encontramos en el apartado 174, bajo el título "El desarrollo de la huelga.- Piquetes/ocupación de los lugares 
de trabajo". Allí, los expertos dicen: "La institución del piquete de huelga, tiene por objetivo asegurar el éxito 
de la huelga persuadiendo al mayor número posible de personas a no acudir al trabajo". 


Aquellos que hemos actuado en la actividad sindical, más de una vez hemos participado en este tipo de 
piquetes y debo decir que es complejo para el sindicato mantenerse dentro de la línea razonable. Pero el 
piquete siempre se hacía acompañado de un volante en el cual se explicaba a los trabajadores, y navegamos 
esa situación sin violencia durante muchas Administraciones, sin dejar de reconocer que puede ser un hecho 
violento parar a una persona para darle una información forzada, por decirlo así. Sin embargo, la Comisión 
de expertos continúa: "En general, los tribunales ordinarios o especializados se ocupan de resolver las 
cuestiones que surgen en relación con este tema. La práctica nacional a este respecto es tal vez más 
importante que en lo que se refiere a otros asuntos; el piquete de huelga, simple medio de información en 
ciertos países que excluye toda posibilidad de impedir el acceso al lugar de trabajo de los no huelguistas," lo 
que acá funciona de esa manera, salvo excepciones; no podemos negar que las hay pero en términos 
generales, el piquete está acompañado de un volante y lleva esa finalidad "puede ser considerado en otros 
países como una modalidad del derecho de huelga, y la ocupación de los lugares de trabajo como la 
consecuencia natural del ejercicio de ese derecho; en la práctica, es muy poco frecuente que esos aspectos se 
pongan en tela de juicio, salvo en casos extremos en que se producen actos de violencia contra personas o se 
causan daños materiales. Según la Comisión, sería preferible que la imposición de restricciones a los piquetes 
de huelga y a la ocupación de los lugares de trabajo se limitara a los casos en que estas acciones dejen de ser 
pacíficas". 


Entonces, siendo fieles a un modo de trabajo que hemos tenido desde que nos desenvolvemos en esta 
Comisión posiblemente seamos reiterativos para aquellos compañeros que han tenido la posibilidad de 
trabajar con nosotros y encontrar que mantenemos esta postura, creemos que, a partir de las situaciones 
planteadas por la OIT, desde nuestro punto de vista las ocupaciones constituyen una modalidad del ejercicio 
del derecho de huelga realizada en las condiciones que la Comisión de expertos señala, y lo hace recogiendo 
la experiencia comparada de los distintos países que fueron consultados. 


Por lo expuesto, creemos que el Poder Ejecutivo da un paso en la dirección de llevar adelante este proyecto. 
Por cierto, tal como se dijo acá, vamos a convocar a los sindicatos para que den su opinión sobre el tema; 
vamos a convocar a las Cámaras empresariales como hemos hecho siempre para que den su posición sobre 
este tema, para que hagan sugerencias. Pensamos que no estamos en una situación de gran cantidad de 
ocupaciones. Eso favorece que el proceso lo podamos hacer con serenidad, sin precipitarnos en una situación 
de rapidez pues por el momento no está en el horizonte que se puedan producir estas situaciones. Por lo tanto, 
apostamos a que este proyecto tenga la anuencia de los compañeros con quienes discutiremos. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- El señor Diputado ha dicho una cosa que me parece muy positiva y 
sobre la cual me quiero basar. Ha dado lectura a cómo debe ser el piquete de huelga, haciendo 
referencia a algo que yo había señalado anteriormente. Me parece que el señor Ministro, si está 
siguiendo el tema con atención y entiende que ese puede ser un camino, lo veo como positivo. Estoy 
hablando a título personal y estoy pensando en voz alta. Si decimos que el piquete de huelga es legítimo 
siempre y cuando no se obstaculice el derecho al trabajo de los demás, es un comienzo importante. 
Reitero, cuando hablé anteriormente, dije que uno de los temas que más me preocupaba era cuando se 
obstaculizaba el derecho al trabajo de quienes no querían acompañar la medida. Si vamos por el 
camino de decir que el piquete de huelga es legítimo y que puede realizarse pero con determinadas 
condiciones entre las que se encuentra la de no obstaculizar el derecho al trabajo y al libre tránsito, 
creo que estamos avanzando. Por lo menos, quiero manifestar mi opinión favorable a regularlo por ese 
lado. Creo que es una primera punta en la cual veo coincidencias. 


SEÑOR BENTANCOR.- Sobre esa base podemos analizarlo, verlo, discutirlo. Claro, hablé de dos 
temas: el piquete de huelga y de la ocupación. Sin duda, la Comisión de expertos toma esos dos temas 
juntos. Por lo que ha manifestado el colega Iturralde Viñas, en el otro tema, el vinculado a la 
ocupación, quizás ya no tenga el mismo criterio. Había señalado en su intervención anterior que, en mi 
caso, yo había insistido en esta situación con la cual él tiene discrepancias. 


Me parece que se trata de eso. Lo vamos a hacer de la mejor forma posible. Bienvenido sea el proyecto del 
Poder Ejecutivo. Y lo vamos a atender con toda dedicación pero dando los tiempos que necesariamente debe 
tener este tema para resolverlo de la mejor manera posible. No queremos estar al poco tiempo otra vez 
discutiendo que precisamos otra medida. Vamos a tratar de que esto lo podamos hacer con la seriedad y 
prolijidad que corresponde a la Comisión. 


SEÑORA PASSADA-. Voy a ser muy breve porque varias de las cuestiones ya las planteó el señor 
Diputado Bentancor. 


Creo que hoy tenemos un ámbito que justamente nos da los tiempos suficientes como para poder discutir el 
proyecto de ley con el mejor de los ánimos, que va a ser lo más provechoso para la Comisión y en beneficio 
de lo que vayamos a promover como ley. 


Pero se trata de un tema que es distinto verlo en 2005, en 2006 con la aplicación del decreto, que en 2008. No 
me refiero a la normativa sino al problema en sí. 


En el día de ayer hablábamos con algunos colegas de la Comisión y también en una entrevista que 
mantuvimos en un medio con el señor Diputado Pablo Abdala que se da la posibilidad de ver este tema en 
forma más integral. 


A su vez, recuerdo que manejamos este asunto en un seminario sobre ocupaciones porque era preocupación 
de algunos integrantes de la Comisión. También el señor Ministro fue llamado a Sala el 27 de febrero de este 
año por parte del señor Diputado Iturralde Viñas para tratar el tema ocupaciones. A uno le viene a la memoria 
algo y es que a veces incurrimos en el error de creer que el Ministro de Trabajo y Seguridad Social o el Poder 
Ejecutivo son los que tienen que interpretar si la ocupación es una extensión del derecho de huelga, pero en 
definitiva, con quien tenemos que manejarnos es, por ejemplo, con la Cátedra de Derecho Laboral y con el 
Comité de Libertad Sindical de la OIT. Hago estas manifestaciones para que consten en la versión 
taquigráfica. Lo decíamos ayer: el doctor Pérez del Castillo no es alguien que responda al Partido de 
Gobierno, pero él ha manifestado en esta Comisión me he tomado el trabajo de buscar la versión taquigráfica 
de cuando estuvo en el Parlamento con las cámaras empresariales algo que ha expresado en su libro "El 


Derecho de Huelga": La huelga con ocupación puede ser considerada huelga porque cae dentro del concepto 
amplio de esta. Reitero que el libro es "El Derecho de Huelga" y esto figura en la página 359. Así, aunque en 
otros términos, opina el Comité de Libertad Sindical, pero creo todo esto va a ser parte de la discusión que 
vamos a tener con respecto a ese proyecto de ley. 


Por último, se dice que la justicia falla en torno al tema de las ocupaciones y desocupa, pero creo que 
desocupa en base al Decreto y lo hace porque no se cumplen los pasos indicados en ese mismo Decreto para 
a ese tema. 


Me parece que el hecho de habernos tomado un tiempo como señalaban algunos de los legisladores y la 
existencia de algunos giros, con los que podremos o no estar de acuerdo, nos marcan que hoy, en 2008, 
estamos en una situación distinta a la de 2005. 


Quiero marcarlo porque va a ser muy bueno para el debate. 


Vamos a recibir absolutamente a todos los sectores, como es estilo de esta Comisión, pero también quiero 
expresar así se lo manifestamos a los empresarios cuando estuvieron aquí las Cámaras que cuando hicimos el 
seminario sobre el tema de las ocupaciones los ausentes fueron los empresarios. Creo que nos debemos que 
puedan participar en este debate que tendrá la Comisión, y habrá que hacer los máximos esfuerzos para que 
puedan estar presentes para hacer el planteo a este respecto. 


Quería hacer referencia a esos puntos y señalar que uno apuesta a la discusión que vamos a tener en los 
próximos días sobre el tema. 


Gracias. 


SEÑOR ROBALLO.- Una aclaración es que si bien no está tratada en el proyecto de ley, sin duda, 
para algunos de los legisladores que estamos aquí, la ocupación es una extensión del derecho de huelga, 
aunque hay que regularla. 


Ahora: esta es una norma procesal, no una que regule, reglamente o interprete los alcances de algunos 
derechos. Es una norma procesal adjetiva. Por ser así, hay que interpretarla sin aislarla del resto del 
ordenamiento jurídico nacional y tampoco de la producción doctrinaria y jurisprudencial nacional e 
internacional. En todo caso, eso será competencia del juez, del Poder Judicial, del Poder que tiene la potestad 
jurisdiccional, que da las debidas garantías en un proceso contradictorio, etcétera. 


Me parecía importante realizar esta aclaración porque inclusive, con alguna expresión sobre la legitimidad o 
ilegitimidad, etcétera, ya en nuestro ordenamiento jurídico se regulan ocupaciones de bienes o propiedades, 
por ejemplo, de la casa-habitación. Ahí ya hay una diferenciación clara entre un intruso, un ocupante 
precario, un inquilino y un poseedor, después de estar viviendo en esa casa-habitación durante de un 
determinado tiempo. 


Eso amerita la aplicación de diferentes soluciones judiciales o tiene diferentes consecuencias. Si no, ante el 
derecho de propiedad no tendríamos ninguna posibilidad de interpretar, de nutrir o permear estas normas con 
otros derechos también consagrados en la Constitución y que ya se encuentran como acabo de decir 
relativizados ante otros derechos, por otras normas. 


Por eso, reitero, esta es una norma adjetiva, que no se expide sobre el fondo del asunto y que no puede ser 
vista aislada del resto del ordenamiento jurídico nacional. 


Como todos vamos haciendo interpretaciones sobre algunas consecuencias de la ley, quiero decir que sin 
lugar a dudas el artículo 5”, que establece la necesidad de que el juez corrobore determinados extremos 
refiere, obviamente, a lo que es el eje, la negociación, imponiendo, de alguna manera, condicionamientos 
para proceder a una desocupación. 


No es que esta norma lisa y llanamente esté estableciendo la obligación del juez de proceder a la 
desocupación de inmediato. El juez debe analizar la situación e incluso comprobar que no se estén dando 
mecanismos de negociación para la resolución del conflicto antes de una sentencia judicial, pero no 
necesariamente tiene que concluir con la desocupación de la unidad productiva. 


Como se decía aquí, la ocupación es una situación de hecho que, más allá de las regulaciones, se va a seguir 
dando. Los que podrán cambiar son los mecanismos para solucionar esa situación de conflicto, porque lo que 
tenemos es un conflicto que hay que resolver. Se da prioridad a los mecanismos de autocomposición y luego 
se pasa a las instancias en las que un tercero decide cuando no se logra la resolución del conflicto a través del 
intercambio entre las partes. 


Entonces, el proyecto de ley no se está expresando sobre el reconocimiento o no de determinados derechos 
sino que establece un mecanismo legal para proceder a la desocupación, que estaba regulada en el Decreto. 
Estamos hablando de derechos consagrados en la Constitución de la República y para mí es imprescindible 
regularlos legalmente. No nos satisface de ninguna manera la regulación a través de decretos. Eso debe darse 
en un procedimiento judicial, con las debidas garantías. Debe resolver el órgano que tiene la potestad 
jurisdiccional, un órgano imparcial, inclusive en un procedimiento ágil, como es el de la acción de amparo al 
que se asimila, con las debidas garantías. Además, como todos sabemos, esos plazos pueden verse extendidos 
por el trabajo entre las partes, y el proceso termina con una resolución que, inclusive, puede ser revisada por 
un tribunal superior dentro del órgano que tiene la potestad jurisdiccional, el Poder Judicial. 


Entonces, me parece que es un proyecto muy positivo, que seguramente podremos seguir analizando y 
haciendo interpretaciones sobre cuáles son sus alcances, pero quería dejar estas constancias a cuenta de que 
va a ser muy rico este trabajo, sobre todo con la comparecencia de todos los involucrados, a quienes 
esperamos con mucha ansiedad, por cierto. 


SEÑOR DELGADO.- Quería dejar constancia de que me excuso porque a la hora 12 y 30 hay bancada 
del Partido Nacional, la que presido este año, y me gusta ser puntual. Es por ello que me voy a retirar. 


Por supuesto, seguiremos analizando este tema cuando se trate el proyecto de ley. Con respecto al tema de la 
pesca, los compañeros van a hacer el planteamiento al señor Ministro. 


Gracias. 


(Se retira de Sala el señor Representante Delgado) 
SEÑOR POZZI.- Por supuesto, vamos a acompañar el proyecto de ley que envía el Poder Ejecutivo. 


Como bien decía el "Cholo", nos vamos a tomar nuestro tiempo para escuchar a todo el mundo a fin de 
formarnos una composición de lugar sobre lo que piensan los diferentes actores que serán regulados por esta 
iniciativa, aunque en este sentido ya habido pronunciamientos claros. Creo haber escuchado o leído en algún 
lado que las diferentes Cámaras dijeron que esto no les servía, tal como en el pasado tampoco les sirvió 
ninguna de las soluciones planteadas para lograr ponernos de acuerdo en este y en otros muchos temas en los 
que a nuestro juicio hemos avanzado relativos a la legislación y a la regulación laboral. 


Me parece que en este caso ya hay una decisión política tomada, que no juzgo. Lo concreto es que frente a 
cada planteo del Poder Ejecutivo o del Poder Legislativo para tratar de encontrar caminos de solución y 
entendimiento a los diferentes problemas que existen en la sociedad y que afectan a los trabajadores, hay un 
rechazo permanente y sistemático. Entonces, no somos muy optimistas: por más que pongamos una coma acá 
o allá, no va a cambiar la posición de los empresarios con respecto a este proyecto de ley. 


En cuanto al tema de las ocupaciones, quiero retomar algo que dijo el señor Diputado Roballo en la última 
parte de su intervención. Me refiero a que en este caso estamos trabajando sobre las desocupaciones, al igual 
que el Decreto que sacó el entonces Ministro Díaz. en el que había una suerte de espada de Damocles que 
implicaba que si la cosa venía mal, la fuerza pública podía desalojar. Es decir que esa iniciativa no actuaba 
sobre la ocupación sino sobre la desocupación. 


Ese Decreto rigió durante un montón de tiempo, pero en otra realidad del momento sindical, tal como dije en 
un Seminario sobre este tema. En las primeras épocas después de la dictadura, en el año 1984, el movimiento 
sindical estaba en auge y había una explosión de conflictos lo recuerdo perfectamente, pero existía una gran 
camada de dirigentes viejos que canalizaron los conflictos salvo el caso de la Española y otros que no logro 
recordar ahora y utilizaron la ocupación como última forma de lucha. 


En la década del noventa y en los años siguientes a 2000, crisis mediante y demás, el movimiento sindical 
estaba muy deprimido. A través de la formalización de los Consejos de Salarios y de otras medidas comenzó 
a tomar auge, se empezó a incorporar gente, y no había un sistema de canalización de los sindicatos que se 
fueron armando, por lo que ocurrieron cosas que yo mismo he criticado. 


Por ejemplo, no me parecía razonable que se utilizara la ocupación como primera medida de lucha sin haber 
seguido antes los pasos intermedios. Es la forma como uno, tal vez como tradicionalista, creía que debía 
llevarse adelante la situación. 


En definitiva, evitar las ocupaciones pasa por otro lado. Debemos trabajar para definir qué pasos seguir y que 
una vez producida la ocupación existan mecanismos de desocupación. Creo que la ley trabaja sobre este 
tema, y también el Decreto que en su momento derogó el ex Ministro Díaz. 


Por otra parte, creo que la cantidad de ocupaciones ha ido bajando porque la negociación empezó a 
funcionar; todo el mundo se dio cuenta de que no era bueno empezar los conflictos por el final y entendió que 
había que empezarlos por el principio, desarrollarlos y culminarlos. Esto ha traído como consecuencia que la 
cantidad de ocupaciones bajara, más allá de que existieran o no formas de desalojar. 


También ha habido resoluciones judiciales relativas a desalojos; algunos jueces han mandado desojar. y las 
órdenes han sido cumplidas en forma inmediata por los trabajadores, sin ningún tipo de inconveniente. 


Voy a referirme a otro tema; quizá podríamos ocuparnos de él cuando terminemos de analizar el proyecto 
sobre desocupaciones. Me refiero a las situaciones que se dan, pero para el otro lado. Es cierto lo reconozco 
que hubo trabajadores y sindicatos que en determinado momento actuaron de una manera que no comparto; si 
hubiera sido dirigente sindical, no lo hubiera hecho. Pero cuando actuó la Justicia, el trabajador siempre 
respondió y no hubo necesidad de sacarlo por la fuerza pública; ante una resolución judicial, el trabajador la 
cumplió sin más trámite. 


Ahora bien: ¿qué pasa con los empresarios que no cumplen las resoluciones judiciales, en muchos casos, en 
desmedro de los trabajadores? ¿Qué pasa con los empresarios que dejan a los trabajadores sin cobrar los 
créditos laborales y desaparecen del país? ¿Qué pasa con los empresarios que no cumplen y no hay forma de 
hacérselas cumplir las resoluciones judiciales de reincorporar trabajadores y la empresa sigue caminando? 
Esta es una problemática sobre la que no hemos trabajado mucho. He planteado este tema a un empresario 
diciéndole: "Ustedes piden que los trabajadores cumplan. Llegado el momento, los trabajadores cumplen. 
Pero ¿cómo actúan ustedes sobre sus pares cuando habiendo resoluciones favorables a los trabajadores, no las 
cumplen?" No hay forma ni Cristo que se las haga respetar. 


En esta Comisión se planteó el caso de la imprenta "Cultura S.A", que tuvo que reincorprar a un dirigente 
sindical en las mismas condiciones en las que estaba cuando lo había sacado, pero nunca lo hizo. Como lo 
puso en otro lado, el compañero no siguió trabajando. Al día de hoy, un año y pico después y con multas de 
por medio, todavía no lo ha tomado. Inclusive, citamos a esta Comisión al responsable de esa empresa para 
que diera las explicaciones del caso, pero no vino. Hay más casos, notoriamente, Soloducho, que fue a 
trabajar a Israel para ver si hacía un "mango" y podía levantar las deudas que dejó acá. A este empresario le 
dimos todo; era un gurú que hace unos años atrás nos explicaba cómo debía funcionar la economía uruguaya. 
Sin embargo, el hombre se tomó los vientos y se terminó el partido, y no hay largo brazo, corto brazo ni 
ningún brazo de la justicia que logre que venga a responder por lo sucedido. 


Estas son las cosas que quería decir. Ojalá algún día podamos ponernos de acuerdo en estos temas; yo creo 
que será así. Debe haber un amplio acuerdo político y social en torno a este tipo de temas, porque no 
podemos cambiarlos según el Gobierno de turno; espero que lo alcancemos. Tengo la sensación de que en 
muchas de las leyes que aprobamos tuvimos diferencias en el artículado pero los legisladores estaban de 
acuerdo en el fondo de la cuestión así lo escuché; eso me da cierta garantía política. Por ejemplo, en la ley de 
fueros todos estaban de acuerdo con el fondo de la cuestión. Podían decir que no les gustaba el artículo o la 
coma o que habría que cambiar algo, pero en el fondo, es decir, en que hay que proteger el fuero del 
trabajador, estaban de acuerdo. 


Esto es muy importante, porque da contenido político a la cosa. Espero que lo mismo suceda con este 
proyecto. Nos tomaremos tiempo para analizarlo y aprobarlo, pero eso es lo que garantiza que en el futuro las 
cosas que se pretende tutelar no varíen de acuerdo con la situación política. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a hacer algunas puntualizaciones como representante de una fuerza 
política; no como Presidente de la Comisión, sino como integrante del Partido Colorado. 


Seré muy breve, porque algunas de las cosas que pensaba decir ya han sido manifestadas por otros colegas. 


Suscribo lo que manifestó el señor Diputado Pozzi: creo en la protección del derecho de los trabajadores, en 
el derecho a huelga e, inclusive, en la posibilidad de ocupar frente a determinadas situaciones como cierre de 
empresas o "lock out" patronal. Creo que en esto hay cierto consenso en todo el sistema político. 


Pero también debemos ser sinceros y decir que ha habido una actitud zigzagueante por parte del Gobierno. 
Reconozco la franqueza con la que el señor Ministro dijo que cuatro Presidentes de las Cámaras 
Empresariales hablaron con el Presidente de la República en un viaje y luego de eso se retiró, así como así, 
un proyecto de ley que poco menos era el buque insignia del aspecto laboral del Partido de Gobierno. O sea 
que realmente hubo una presión fuerte por parte de las Cámaras Empresariales que hicieron cambiar el rumbo 
de la política de Gobierno. 


Nosotros desde ya nos ponemos a las órdenes. Queremos que en este tema haya consenso y creemos que 
debe haber garantías para que los trabajadores puedan ejercer sus derechos 


Por otra parte, leímos someramente el proyecto de ley no con la profundidad que se merece y hay algo que 
nos preocupa: creemos que no está salvaguardada la libertad de trabajo; claramente, lo que está 
salvaguardado es el derecho de propiedad. El dueño de la empresa es el que puede solicitar el desalojo, pero 
¿qué pasa con aquellos trabajadores que entienden que esa medida no se debe llevar adelante? 


Nosotros creemos que es muy importante, no solo la libertad de los trabajadores sindicalizados sino también 
la de aquellos que no lo están. No digo que sea un tema para discutir ahora; nos parece importante que exista 
el derecho de huelga y el derecho a la ocupación, pero consideramos que pasado un tiempo prudencial 
también debe existir la posibilidad de que todos los trabajadores que se ven directamente afectados por esas 
medidas puedan expresarse, estén o no sindicalizados. 


Creo que es bien amplio lo que plantea nuestra Constitución con respecto al derecho y a la libertad de trabajo, 
y no refiere solamente a aquellas personas que están sindicalizadas. Una cosa es la parte teórica y otra los 
problemas prácticos que sabemos que suceden en el mundo real. Es claro que muchos conflictos no refieren 
solo a la defensa del trabajo y del salario; a veces también hay conflictos políticos e, inclusive, hasta se dan 
luchas políticas dentro de los sindicatos. Es un dato de la realidad. 


En ese sentido, el sistema político y los sindicatos van a ir madurando hacia reglas de juego si Dios quiere 
cada vez más modernas que apunten a los desafíos del mundo que nos toca vivir. 


Concretamente, vamos a tratar de que este proyecto de ley se apruebe por consenso y queremos que se 
mantenga el derecho a la ocupación y el derecho de huelga, pero también queremos que se mantenga el 
derecho a la libertad de trabajo. Digo esto porque en muchos de los conflictos que se han dado a lo largo de 
estos años hemos visto que trabajadores que querían ir a trabajar se veían imposibilitados de hacerlo porque 
un pequeño grupo, por estar sindicalizado, no permitía el acceso al lugar de trabajo. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Antes de entrar en el tema voy a 
referirme a tres o cuatro generalidades. 


La vida política está llena de paradojas. La paradoja número uno es que el proyecto de ley del señor Diputado 
Álvaro Delgado calculo que lo piensa porque no lo debe haber puesto sin pensarlo establecía que la 
ocupación forma parte de la huelga. Y nosotros, que pensamos que la ocupación forma parte de la huelga, lo 
sacamos de la exposición de motivos. Esto no se debe a que hayamos dejado de pensarlo sino a que 
entendemos que es mejor que ello no genere determinados problemas. 


Paradoja número dos: si hubo decenas de solicitudes para que se aplicara el Decreto N* 512 ¿por qué se lo 
utilizó solo tres veces? No estaría muy claro en qué ocasiones había que utilizarlo, pero se pide que esta 
norma establezca en qué situaciones hay que usarla. Debemos considerar que hay jurisprudencia y 


antecedentes que dan marco a este proyecto de ley, por lo que no tenemos por qué hacer un recetario sobre 
cuándo debe utilizarse. Lo que decimos es que se puede solicitar la desocupación y luego el Juez resolverá. 


Paradoja número tres: no solo el señor Diputado Pablo Abdala puede razonar por el absurdo; yo también. Y 
yo razono por el absurdo cuando digo: "El robo es ilegal y no lo legalizo legislando sobre el tema". ¿A qué 
obedece ese razonamiento? A que varios empresarios o asesores de empresarios entienden que si se aprueba 
un proyecto de ley sobre ocupaciones o desocupaciones se legalizan las ocupaciones. Yo puedo hacer 
cualquier ley sobre cualquier tema y no por ello legalizar un delito. 


Voy a referirme a algunas de las inquietudes más fuertes. ¿Cuál es el sentido de este proyecto de ley? El 
sentido es, justamente, sustituir el Decreto que el señor Presidente de la República se comprometió a derogar; 
no se pretende derogar sin dejar algo, ni tampoco tal como entendieron algunos asesores empresariales volver 
a utilizar el Decreto N* 512. El señor Presidente no se comprometió a eso sino a derogar dicho Decreto 
sustituyéndolo. A nuestro juicio puede ser equivocado; solo es nuestra opinión, cumplió el efecto que 
buscábamos, que no era terminar con las ocupaciones porque al otro día que se producía una entraba la 
policía con un palo y sacaba a todos para afuera. No; el sentido era que se procesara determinada discusión 
sobre las ocupaciones a partir de que el Decreto permitía desocupar. 


El señor Diputado Delgado se retiró de Sala, y cuando me vino a decir que se iba le manifesté que iba a 
referirme a algo que él había dicho dijo que en once ocasiones se utilizó el Decreto N* 165; es decir que hubo 
once solicitudes de amparo, pero la gran mayoría de las ocupaciones terminaron con la desocupación. Yo 
agrego que la gran mayoría se apoyó en el Decreto N* 165. 


La solicitud de amparo se podía hacer siempre y, en efecto, se hicieron un montón sin el Decreto que se 
plantea derogar ahora, y no tenían efecto; después de que se dicto dicho Decreto empezaron a tenerlo. 


Tal como dijo el señor Diputado Pozzi, entiendo que se dio una maduración, una discusión y varias otras 
cosas, pero entre esas varias cosas estuvo arriba de la mesa el hecho de que se estaban perdiendo todos los 
juicios. Entonces, un sector del movimiento sindical dijo: "Ojo, esto no va por este camino porque estamos 
judicializando los conflictos", y llegó a lo que queríamos: que la situación se maneje de otra forma. 


Por otra parte, que el sector empresarial le haya pedido al Presidente de la República que derogara ese 
Decreto no lo considero una presión, sino un brutal error, que es otra cosa. Además, no me extrañaría que los 
cuatro Presidentes empresariales que le pidieron una entrevista al señor Presidente de la República 
nuevamente planteen que no derogue el Decreto. No me extrañaría porque fue un error; eso tiene que haber 
salido de los asesores empresariales, porque no se entiende cómo se puede pedir la derogación si la cosa se 
encauza; se podría pedir si no funcionara. 


Quiero hacer otra aclaración. El señor Diputado Pablo Abdala insinuó también se ha dicho en la prensa que la 
derogación del Decreto surge del planteo del Fiscal Langón en cuanto a que es inconstitucional. Reitero que 
no tenía idea de lo que opinaba el Fiscal Langón sobre el tema hasta que dos semanas después de que 
apareció en la prensa la posibilidad de derogación del Decreto, surgió su posición. |12:35:20| Digo más, yo no 
participé de la conversación sobre la derogación del decreto sí participé cuando se planteó retirar el capítulo 
relativo a la prevención de conflictos, pero no cuando se propuso derogar el decreto, pero ya que ponemos 
este tema sobre la mesa, quiero decir que el doctor Rafael Ubiría consideró que el IRPF era inconstitucional, 
y si bien hubo fiscales que también consideraron que era ilegal, hoy ya no lo consideran así, sino que opinan 
que es constitucional. Entonces, después de la opinión del Fiscal Langón, vendrá la opinión de quienes 
consideren eso. Dicho sea de paso, las razones por las que considera inconstitucional el Decreto N* 165 se 
pueden aplicar perfectamente al Decreto N* 512. Se sostiene que no se puede reglamentar por decreto, que 
hay que reglamentar por ley. Entiendo que no todo es claro en el sentido de que es malo por un lado y bueno 
por otro; no todo es blanco o negro. Y digo que no todo es blanco o negro en el sentido de que si uno razona 
que la ocupación puede formar parte de la huelga, entonces, entienda que todas las ocupaciones están bien. 
Considero que las ocupaciones pueden formar parte de la huelga y pienso también que una gran cantidad de 
ocupaciones de este Período estuvieron mal, más aún, diría que estuvieron horrible, no mal. Y es así porque 
no todo es blanco o negro. Si me hacen discutir si doctrinariamente la ocupación forma parte de la huelga, es 
una cosa, pero si me hacen analizar cada ocupación, es otra. El derecho de huelga no significa que toda que 
vez que se haga huelga esté bien; se pueden invocar razones para la huelga absolutamente equivocadas. 
Además, aunque las razones sean las correctas, los caminos para la huelga pueden ser incorrectos; lo mismo 
se puede aplicar a las ocupaciones. Entonces, esto no es blanco o negro. 


Con respecto al artículo 5” quiero aclarar que no obliga a hacer la consulta, sino a pedir información. El matiz 
no es menor, porque la consulta da lugar a las opiniones, y la información se remite a los hechos. Lo que el 
Juez debe tener en cuenta son los hechos, no las opiniones. Además, no es vinculante. Existen determinados 
hechos y en base a ellos el Juez resuelve; pero los hechos son esos, no la opinión del Ministro. 


Reitero que el artículo 5% no habla de consulta, habla de pedir información, que es otra cosa. 
q p q 


Por otra parte, nosotros queremos tener un instrumento, más allá de la opinión acerca de si la ocupación 
forma parte de la huelga o no. No queremos discutir eso en el proyecto de ley; necesitamos un instrumento 
objetivo. 


Creo que tenemos que oírnos y recordarnos más. No fue el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social ni el 
Poder Ejecutivo los que dijeron que nos estábamos quedando sin instrumentos y que estábamos cayendo en 
un vacío; no fuimos nosotros. Pero si nosotros lo decimos ahora, no lo decimos citándonos a nosotros 
mismos hace tres años, sino citando lo que decía la oposición. Con la derogación del Decreto N* 512, los 
empresarios decían que caíamos en un vacío. Si ahora nosotros decimos que queremos un instrumento, no es 
citándonos a nosotros mismos, sino recordando lo que decían y teniendo en cuenta lo que pasó. 


Nosotros queremos un instrumento. Veremos sí lo usamos o no. Si este instrumento no es para nosotros, es 
para el empresario, que él lo utilice. Algo hay que tener. 


En el año 2005 mantuve algunas conversaciones con respecto a las que no he dicho nada públicamente. Sin 
embargo, dos por tres citan lo que yo pienso sobre lo que pasó con el decreto anterior; y eso surgió de esas 
conversaciones. ¿Por qué? Porque necesitamos un instrumento. A nosotros nos viene bien el decreto o la ley. 
Si hay que derogar el decreto veamos si no piden que no lo deroguemos, que lo mantengamos, 
sustituyámoslo por otro instrumento, pero necesitamos contar con alguno. 


Quiero hacer una aclaración más; ya lo he conversado con los empresarios. Ellos me decían: "Ministro, no 
nos proteja". Y yo les contesto que no los estoy protegiendo a ellos, que me estoy protegiendo yo, que estoy 
protegiendo al Gobierno, porque hoy está todo muy lindo y no se necesita ningún instrumento, pero si dentro 
de un año hay una ocupación importante, yo sé que se va a decir que es culpa del Gobierno. Entonces, quiero 
que el Gobierno tenga un instrumento; si lo utiliza o no dependerá de cómo funcione la huelga, el conflicto, 
pero lo necesitamos todos. 


Por último, creo que en el razonamiento del sector empresarial está la idea de no aprobar leyes a un año de 
las elecciones, porque después no se pueden derogar. Y cometieron un error pidiendo la derogación del 
decreto, porque derogar un decreto es mucho más fácil que derogar una ley. Este decreto estaba cumpliendo 
el papel; no hay un problema doctrinario, estaba cumpliendo el papel. Se habrán dado cuenta de que no 
mencioné nada de doctrina, porque no quiero discutir al respecto. En el llamado a Sala pedido por el señor 
Diputado Iturralde Viñas opiné todo lo que tenía que opinar y en cada intercambio no voy a volver a lo 
mismo; ya está escrito, está en la versión taquigráfica. Sobre esa base, nosotros nos planteamos qué hacer. 
Insisto en que no tenemos apuro. Queremos un instrumento. Hemos redactado el proyecto de ley de forma tal 
que vincule la promulgación a la derogación. En este momento tenemos un instrumento. Quizás sea mejor el 
decreto, porque no solo se depende de lo que resuelva un Juez sino que nos da un instrumento a nosotros 
mismos; en cambio, el proyecto de ley solamente da instrumento al Juez y no a nosotros. En fin, el proyecto 
de ley está en el Poder Legislativo; se va a debatir acá. 


Quiero señalar dos puntos que me gustaría tuvieran en cuenta al momento de considerar este proyecto. 


El primero es que entiendo que en el proyecto no está el objeto de la acción; tendría que ser una "ley de 
desocupaciones" y no una "ley de ocupaciones". El segundo punto, a pedido del sector empresarial o de 
algunos Presidentes de Cámaras, es que se agregue un plazo para la respuesta que tiene que dar el Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social ante el pedido de informes del Juez, a fin de que no exista la posibilidad de 
que se "encajone" la respuesta demorando la resolución del Juez. 


Muchas gracias. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- La precisión que hace el Ministro con respecto al artículo 5” es 
parcialmente correcta. La consulta es obligatoria, pero no vinculante. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- No se obliga a una consulta sino a un 
pedido de informes. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- El pedido de informes es preceptivo, pero no vinculante. Tiene razón. 
Reconozco que mi primera impresión fue otra. De todos modos, la solicitud de informes no obsta a que 
pueda haber una sentencia. De cualquier manera, los plazos están previstos en la ley de amparo; creo 
que eso está claro. El pedido de informes no quiere decir que haya que esperar; creo que es una carga 
de la Administración contestar eso inmediatamente. 


Estoy sintonizando; de acuerdo con lo que dice la ley y con lo que hemos conversado hoy, creo que no 
estamos tan lejos de encontrar algo en lo que podamos coincidir. 


Me parece que hay dos aspectos y los quiero reiterar porque creo que es lo central. No alcanza con fijar las 
reglas al Juez de cómo son los procedimientos a través de los cuales debe resolver el desalojo o no, la 
desocupación o no, si no le damos una norma de fondo. Para mí ese es el tema central, y por eso digo que 
esta solución es incompleta. Creo que sería completa si, además, le diéramos una norma de fondo que dijera 
si se puede ocupar o no. 


El segundo aspecto que me parece muy importante tiene que ver, más que con el decreto de la ocupación o no 
ocupación, con un tema de libertad, manifestada a través de la libertad sindical ejercida positiva o 
negativamente, y es que se salvaguarden los derechos de los trabajadores, agremiados o no, que no están de 
acuerdo con una medida y que no tienen por qué cumplirla. Mi gran preocupación y mi gran enfrentamiento 
con este tipo de medidas que se han desarrollado durante este tiempo no es la ocupación misma, que siempre 
ha existido como un hecho; lo reitero: más allá del derecho, creo que a veces es inocuo discutir si la 
ocupación es un hecho. Si la dinámica del conflicto lleva a la ocupación, esta se va a producir más allá de que 
esté reconocida como derecho o no. Lo que me preocupa es si lo que hemos vivido en reiteradas 
oportunidades, es decir, cuando hay minorías que han tomado decisiones que no son compartidas por la gran 
mayoría de los trabajadores, estas van a poder imponerlas y ahí es donde creo que el Ministerio ha estado 
omiso muchas veces, porque no ha contemplado la opinión de los trabajadores no sindicalizados. No digo 
esto con ánimo de discutir, porque me parece que ya hemos dado la discusión veinte veces. Conocida mi 
opinión, conocida la opinión de los compañeros de la Comisión del Frente Amplio y conocida la opinión del 
Ministerio, creo que de lo que se trata es de que los trabajadores que no quieren cumplir esa medida tienen 
derecho a ejercer su derecho al trabajo. Me parece que eso es central, y es alguno de los temas que 
tendríamos que regular. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el mismo sentido, quisiera hacer una precisión con respecto a la libertad 
de trabajo, a que medidas como la huelga o la ocupación indudablemente afectan al conjunto de la 
empresa y a los trabajadores que la integran. Sería importante buscar en esta discusión un mecanismo 
por el cual, pasado determinado tiempo de que la empresa haya sido ocupada o se haya iniciado una 
huelga, el conjunto de los trabajadores afectados, estén sindicalizados o no, puedan, a través del voto 
secreto y con las garantías necesarias del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y de la Corte 
Electoral, expresarse en el sentido de la medida o en contra. 


Dejamos planteada esta apreciación que nos parece interesante como elemento para introducir en la 
discusión. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Voy a redondear el tema en lo que a mí concierne, en función de los 
comentarios que ha formulado el señor Ministro y de lo avanzado de la hora. Quiero dejar una 
constancia y hacer una reflexión. 


La constancia es que, con relación al pronunciamiento del Procurador del Estado, no es tan claro o no se 
agota en la mera circunstancia de que el Poder Ejecutivo haya resuelto por decreto algo que en verdad era 
competencia de la ley. Eso lo menciona, pero no solamente eso; también dice textualmente que el Poder 
Ejecutivo: "[...] Se excedió en los límites de su competencia al interpretar la Constitución [...] en el sentido de 
que la ocupación de los lugares de trabajo supone una extensión del derecho constitucional de huelga [...]"; lo 
dice textualmente. Es una posición compartida o no por el Poder Ejecutivo pero, en todo caso, es un 
pronunciamiento judicial del Procurador del Estado que, como dijo muy bien el señor Ministro, asesora al 


Tribunal de lo Contencioso Administrativo, que será el que resuelva en definitiva. Pero, por lo pronto, en tal 
caso, es un elemento de juicio claro y contundente que va más allá de lo meramente formal, o de que haya 
habido un desborde jurídico en cuanto a que el Poder Ejecutivo asumió competencias que no le 
corresponden. No; según el Procurador hizo algo más que eso, interpretó mal la Constitución; eso es lo que 
está diciendo a texto expreso. 


Ahora voy a hacer una reflexión general. Este es un tema que, en el plano de las paradojas que señalaba el 
señor Ministro, a todos nos provoca determinados desafíos; a mí me sigue costando interpretar cuál es la 
verdadera teleología del Gobierno y cuál es la verdadera motivación del Poder Ejecutivo. 


El señor Ministro dio un paso más que yo quiero recoger, porque dijo algo así: "Nosotros planteamos esta 
solución no interpretándonos o no citándonos a nosotros mismos", como diciendo: no en función de lo que 
nosotros planteábamos hace tres años sino, en todo caso, coincidiendo con lo que hace tres años reclamaban 
la oposición y los empresarios. Esa es una afirmación que tiene mucho valor, y quiero señalarlo. 
Naturalmente, por supuesto que todos tenemos derecho a errar o a equivocarnos o, aun sin equivocarnos o 
errar, a evolucionar en el pensamiento o en la forma de interpretar las cosas. Esta última afirmación del señor 
Ministro puede llegar a coincidir con mi planteo inicial en cuanto a que lo que habría aquí sería 
implícitamente o de forma no del todo confesa el reconocimiento de que habría que ponerle coto al tema de 
las ocupaciones y, en todo caso, por la vía de lo procedimental, ir también al terreno de la resolución de 
fondo. Me parece que ahí es donde está trabada la discusión, ahí está el eje del análisis que debemos tener en 
el ámbito de la Comisión de Legislación del Trabajo. 


Comparto lo que dice el señor Diputado Iturralde Viñas. Me terminaría de satisfacer el proyecto si 
efectivamente diéramos un paso más en el plano del sustrato, en el plano del derecho sustantivo, que es algo 
que deberíamos explorar. Francamente, a mí no me violentan los términos de este proyecto de ley y me 
parece mucho mejor que el decreto. Con el decreto estoy radicalmente en contra; de este proyecto de ley no 
puedo estar radicalmente en contra porque acá, en tal caso, se prevé un mecanismo para superar una situación 
que nosotros consideramos ilegítima, que es la ocupación de los lugares de trabajo. 


Si relaciono los términos del proyecto con las explicaciones que acaba de dar el señor Ministro, y el señor 
Ministro avanza en el camino de sostener que con esto lo que se procura es llenar los vacíos y, por lo tanto, 
dar instrumentos a las partes y a la propia Justicia, lo comparto. Tal vez tengamos que perfeccionar el 
instrumento, pero más allá de que no hemos asumido una posición a favor ni en contra en forma definitiva, 
desde ya descartamos un rechazo a eliminar esto, en absoluto, porque se aproxima en muchos aspectos a lo 
que nosotros veníamos reclamando, claro que sí y, por lo tanto, reconozco y valoro lo que el señor Ministro 
acaba de decir. Es decir, que en algún sentido el Poder Ejecutivo ha evolucionado hacia una posición que se 
reclamaba desde afuera del Gobierno y que reclamaba la oposición. Veremos si la solución final nos termina 
de conformar a todos. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Hoy se habló de las marchas y 
contramarchas del Gobierno en función de legislación por iniciativa del Poder Ejecutivo. Quiero 
señalar que hemos tratado de interactuar con trabajadores y con empresarios y muchas veces nos 
dijeron: vamos a caminar por acá. Nosotros cumplimos con tratar de mantener el diálogo lo más fluido 
posible, salvo cuando uno entiende que se agotó porque discutimos un año, intercambiamos opiniones 
por un año y tenemos diferencias sustanciales o importantes, y creemos que hay que legislar. 


En este caso, lo que se está pidiendo lleva, precisamente, a una diferencia de fondo. Entonces, creemos que a 
un año de las elecciones no sería adecuado entrar en la diferencia de fondo. 


(Interrupciones) 


——— Nos parece que la discusión sobre ese aspecto que señala el señor Diputado Pablo Abdala debe quedar, 
no para otra oportunidad dentro de esta composición del Poder Legislativo sino para otra, porque tiene 
aspectos mucho más delicados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos a considerar el tema relativo a una situación que se está dando en el 
Puerto de Montevideo que tiene que ver con la posibilidad de algunas personas de conseguir un 
permiso para entrar al puerto a fin de poder trabajar en la pesca. Era un grupo de pescadores que al 


no estar afiliados al sindicato, la Prefectura Nacional Naval no les daba el permiso para acceder al 
puerto. 


Esa fue la denuncia concreta. No sé si les llegó la versión taquigráfica. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Yo no la pude leer, pero sí puedo decir 
que es algo que excede totalmente nuestra órbita. Es más: el señor Director Nacional de Trabajo al 
presentarse el tema hizo una consulta y la respuesta que le dieron no tiene nada que ver con lo que nos 
están planteando ahora. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Antes que nada quiero decir que no existe ningún convenio que regule esta 
situación. O sea que no existe un convenio de bolsa de trabajo. Lo qué sí sucede es que las 
tripulaciones, que mayoritariamente están afiliadas al SUNTMA, cuando tienen el inconveniente de 
que de determinado barco el armador va a bajar a dos o tres tripulantes, acuerdan con el armador 
quién sube y se lo comunican a la Prefectura. Seguramente es eso lo que hace que un eventual nuevo 
tripulante que nunca ha salido, como su nombre no está acordado, no tiene la forma de comenzar. Creo 
que es eso lo que sucede. 


En realidad, el tema de subir un tripulante a un barco depende de que hay que bajar a alguien porque las 
tripulaciones están completas. Entonces, cuando se acuerda bajar a alguien, la tripulación, el armador y el 
patrón ya tienen acordado quién sube en su lugar. Es importante que quede claro que no hay normativa de 
ningún tipo, ni creada por el Estado ni por convenio de las partes, o sea que no existe ningún convenio de 
bolsa de trabajo y solo se trata de un acuerdo entre la tripulación y el armador en el momento. Esta es la 
información que tenemos en cuanto al caso concreto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a ser un poco más explícito. 


Se trata de dos denuncias que llegaron, una por parte de los trabajadores no afiliados y otra por parte de un 
armador. Los trabajadores nos dijeron que la Prefectura Nacional Naval no les daba el permiso para entrar a 
puerto y, por lo tanto, no podían hablar con el armador. También nos dijeron que esta situación se está dando 
hace poco tiempo, porque históricamente no era así. Está presente el señor Diputado Pozzi que trabajó en la 
pesca y quizás nos puede ayudar con la explicación. 


También vino un armador que nos dijo que cuando quiso sacar un barco para ir a rescatar otro que se le había 
roto, el sindicato no autorizó a subir gente y tuvo que contratar un remolcador. Las dos denuncias fueron 
coincidentes en que el sindicato de alguna manera tenía la llave para decidir quién trabaja y quién no en la 
industria de la pesca. Asimismo, coinciden en que esto es algo que está sucediendo ahora y que no fue así 
siempre. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Concretamente el problema entre ese armador y su tripulación tiene que ver 
con el precio de las aletas de tiburón. Los japoneses consideran las aletas de tiburón afrodisíacas y las 
pagan como oro. Las aletas de tiburón no es un material que se vende, sino que es un valor agregado 
que aparece, las venden en negro y se la reparten en negro entre tripulantes y armadores. Tenían 
problema con ese tema cuando sucedió lo de la falla del motor pero creo que ahora arreglaron el precio 
de la aleta y están contentísimos. 


SEÑOR POZZI.- Voy a hacer un resumen de la versión taquigráfica. 


Acá vino un grupo de aproximadamente ocho compañeros que algunos trabajaban en la pesca y otros en la 
marina mercante. Lo que plantearon fue que algunos de ellos hacen treinta años que navegan, que venían 
navegando y que por algún motivo fueron desafiliados del SUNTMA. A partir de ese momento no tuvieron 
más posibilidad de embarcarse porque, por lo que ellos denuncian y que figura en la versión taquigráfica, si 
se iban a embarcar en el barco en el que estaban navegando, el resto de la tripulación que era afiliada al 
SUNTMA se bajaba y entonces eso hacía que, aunque el patrón los quisiera embarcar mostraron cartas en ese 
sentido, no tenían esa posibilidad porque el resto no trabajaba. 


Además plantearon no sé qué grado de veracidad hay en lo que se les dijo a ellos que en la Prefectura les 
dijeron no les otorgaban el carné de entrada al puerto a los que no lo tenían si el SUNTMA no autorizaba. 


No sé exactamente cómo es esto. Tengo idea de que el carné de entrada a puerto se entregaría si alguna 
empresa lo quiere subir a bordo y no sé si al no intervenir una empresa, el SUNTMA tendrá alguna forma de 
regular eso. Realmente no tengo idea cómo es, no sé cómo se tramita el carné de entrada a puerto. Más allá 
de la anécdota, esto es lo que consta en la versión taquigráfica que todos pueden leer. 


Por otra parte, el asunto del barco que no se permitió remolcar no estuvo en esa conversación. Fue una 
entrevista aparte y no sé cuál era el problema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo que manifestó el armador coincide con lo que dijo el Director Nacional de 
Trabajo en cuanto a que había un problema de facturación de las aletas de pescado que él no quería 
comercializarlas en negro para no tener dificultades con la DGI. También dijo que él no quería 
preparar el barco para ir a pescar aletas de tiburón, lo que quería era rescatar el barco que era de él y 
que tenía trabajadores adentro. Manifestó que no podía ser que el SUNTMA no le permitiera subir 
gente al barco para ir a rescatarlo. 


Entonces, creo que sería importante que, frente a esta situación, el Ministerio prendiera alguna luz amarilla 
con respecto a lo que es la libertad de empresa y de trabajo. 


SEÑOR POZZI.- Puedo equivocarme en lo que digo, pero puede pasar que cuando una tripulación va 
a rescatar otro barco, tiene un precio aparte, aun siendo un barco de la misma compañía. Capaz que 
hubo lío en la acordada de precios. Yo no sé porque no escuché lo que dijo SUNTMA de esto; solo sé lo 
que dijo el armador. 


Ya se han dado varios líos de estos. La otra vuelta también hubo un juicio grande en el "Sea Viking" porque 
ellos trajeron a remolque un barco y nunca les pagaron el remolque. No sé cómo terminó, pero hubo un lío 
bárbaro. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Con relación a estos episodios, el 18 de julio, en el desfile militar, hablé 
con el Prefecto Nacional Naval y él me informó que no se podía ingresar al área de la Prefectura si no 
era directamente para embarcarse. Por consiguiente, un trabajador que quería ir a trabajar no podía 
ingresar para hablar con los Capitanes, sino que debía ir a las empresas. Esa fue la explicación 
primaria que nos dio. Creo que después, en el Ministerio, se tramitó alguna investigación. Me parece 
que esto amerita que convoquemos al SUNTMA para conversar. He mantenido contacto con los 
trabajadores no sindicalizados y uno de ellos ha tenido problemas incluso luego de haber sido 
contratado, ya que el mismo día en que estaba trabajando fue cesado directamente, con la 
indemnización correspondiente, porque el SUNTMA planteó que ese señor había sido expulsado del 
sindicato y no podía trabajar. 


Me parece que toda esta información amerita que el Ministerio investigue qué está pasando, porque esto 
también tiene que ver con la libertad sindical. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por lo tanto, la Comisión solicita al Ministerio que tome cartas en el asunto 
en base a las denuncias que tuvimos. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Quería hacer una consulta al señor Ministro con relación al desenlace 
del conflicto que enfrentó el Ministerio con sus propios trabajadores, concretamente, con quienes 
cumplen la función de negociadores en el ámbito de los Consejos de Salarios. El tema se ventiló 
públicamente y fue motivo de análisis en esta Comisión en la última comparecencia del señor Ministro, 
cuando estábamos en pleno conflicto. En esa ocasión advertí lo digo francamente y espero que el señor 
Ministro lo sepa interpretar y que no lo tome como una afirmación categórica, sino como una 
sensación que me provocó de parte del Ministerio cierta ansiedad quiero ser muy cuidadoso con el 
calificativo a la hora de comentar este conflicto. Recuerdo que el Ministro, en aquel momento, dijo: 
"Los Consejos empiezan o empiezan" o "La negociación empieza o empieza con estos trabajadores o 


con otros". Me quedé con la sensación e inclusive lo dije en algún debate parlamentario, porque por 
esos días tratamos la Rendición de Cuentas de que el talante del Ministerio con relación al conflicto 
que le realizaban sus propios empleados se asemejaba, por lo menos objetivamente, a una actitud de 
solucionar el tema a cualquier costo, inclusive, recurriendo al mecanismo del reemplazo. Después me 
vine a enterar de que, además, el Poder Ejecutivo o el Ministerio concretamente, por esos días, aprobó 
una resolución decretando el descuento de los días y las horas no trabajadas por parte de los 
funcionarios que hicieran paro. En principio, parece arreglado a derecho que los días que no se 
trabajan no se cobren, pero lo que en todo caso llamaba la atención era que esa medida se tomara en 
medio del conflicto y en qué medida eso podía llegar a interpretarse como una medida de presión de 
parte de lo que en este caso sería el sector patronal o empleador, que es el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, con sus propios empleados en conflicto. 


Siempre conviví también con la sensación lo confieso de que el Ministerio, y el Ministro en particular, nunca 
reconocieron demasiada personería al sindicato de los negociadores, con el argumento de que en el 
Ministerio hay algo así como un número de sindicatos inversamente proporcional a la cantidad de empleados, 
por decirlo rápidamente. Pero, más allá de que sea una opinión muy legítima que el Ministro tenga, está claro 
que el derecho a la sindicación y a la libertad sindical implica que los trabajadores, como el Ministerio lo 
reconoce para toda la actividad laboral, tienen el derecho de agremiarse y organizarse de la manera que les 
resulta más conveniente. 


Formulo estos señalamientos porque quiero ser muy claro: la pregunta concreta y objetiva de cómo se 
resolvió esto se inscribe en un contexto donde me quedó esa sensación, como en otras oportunidades, de que 
el Ministerio, tal vez llevado por las circunstancias y por la necesidad de iniciar la ronda de negociación de 
los Consejos de Salarios, actuó con cierta intemperancia podríamos decirlo así en la administración de este 
conflicto. Pero concretamente, lo que estoy solicitando es que el Ministro nos informe cómo está la situación 
creo que se firmó un acta y cuál fue finalmente la resolución de este tema. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Creo que hay que ubicar el tema. No 
es solo el conflicto de los negociadores, sino el de los administrativos de Inspección, de la Jurídica de 
Inspección, de los que trabajan en computación, que no hicieron conflicto, pero lo insinuaron hicieron 
un preconflicto, de los pasantes. Yo reconozco tres sindicatos, que son los que nuclean a un conjunto de 
trabajadores que no pertenecen a una sección, sino a un conjunto de secciones. Reconozco a AFMIT, la 
Asociación de Funcionarios del Ministerio de Trabajo, a la Asociación de Funcionarios del INDA y, 
como asociación cultural que después tiene connotaciones sindicales, a la Asociación de Inspectores de 
Trabajo del Uruguay. Pero si se asocian los ascensoristas y forman el sindicato de los ascensoristas, y la 
mitad de los negociadores forman el sindicato de negociadores, y la Asociación de Administrativos de 
Inspección forma el sindicato, y la Asociación de Abogados de la Jurídica de Inspección forma el 
sindicato, descalabran cualquier posibilidad de trabajar. Y esto que razono respecto al Ministerio de 
Trabajo, lo aplicaría exactamente igual con relación a una empresa privada. Si en la empresa privada 
existe un sindicato que nuclea al 75% u 80% de los trabajadores, y los administrativos cinco o seis se 
nuclean en un sindicato y no corren los trámites de exportación y, por lo tanto, la empresa no puede 
exportar y coartan el trabajo al 85% de los trabajadores, van a tener un problema con la empresa y, 
además, el sindicato no los va a apoyar. Y van a ir al Ministerio de Trabajo a comunicar el despido o las 
sanciones y el Ministerio de Trabajo no los va a defender porque están en contradicción con todas las 
normas habidas y por haber. Y en este caso ha sucedido eso: se quiere aislar el conflicto de los 
negociadores, pero no eran solo los negociadores, sino una cantidad de situaciones; la que trascendió 
fue la de los negociadores. 


Los negociadores confundieron el contrato que firmaron con el PNUD por un año, que establecía cuatro 
horas de trabajo y determinadas condiciones, con el contrato con el Estado, que los transforma en sus 
funcionarios y no en negociadores. En el Estado pueden ser negociadores, abogados de la Jurídica de 
Inspección, estar en la negociación individual, de acuerdo con la resolución que se tome funcionalmente. 
Pero ellos se consideraban exclusivamente negociadores y el Ministro tiene la obligación de hacer funcionar 
determinadas cosas. La negociación en los Consejos de Salarios abarca a un millón doscientos mil 
trabajadores, y por una resolución no del conjunto de los trabajadores del Ministerio, sino de veinticuatro o 
veinticinco, con un grupo un poco menor de funcionarios también de la negociación en contra, es decir, 
dispuestos a participar en la negociación del Consejo de Salarios, resuelven que no van a participar y, 


además, que en lo que es negociación colectiva, negociación de conflictos, y no Consejo de Salarios, sólo van 
a atender un caso por día. Así no se puede trabajar. [También hubo inconvenientes con los administrativos de 
Inspección; esto no trascendió demasiado, porque se dio simultáneamente con la reforma del sistema 
informático y con la instalación de un programa informático para la Inspección, que motivó que 
extendiéramos por un mes la renovación de planillas. En aquel momento el problema no tuvo efectos, pero sí 
los tiene ahora, cuando vemos enormes colas para hacer la renovación. Si además los inspectores, si además 
la Jurídica, ¡así no se puede funcionar! ¡Ninguna empresa puede funcionar así! ¡No puede funcionar una 
empresa privada ni puede funcionar el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social! 


Por otra parte, los funcionarios entendían que el problema era que el Ministro se negaba a aceptar 
determinadas cosas. Pero ese no era el problema. La cuestión radicaba en si lo que reclamaban entraba o no 
en la Rendición de Cuentas. Ellos decían: "El Ministro puede trasponer fondos". Alguien les dijo que era así. 
Pero el Ministro de Trabajo y Seguridad Social no puede trasponer fondos de inversiones al rubro cero; lo 
único que puede hacer es trasponer fondos del rubro cero al rubro cero, lo que significa rebajar los ingresos a 
unos para aumentárselos a otros, y no iba a hacerlo. Pero los negociadores no entendían cuál era el 
mecanismo de la resolución de esos problemas. En definitiva, estaban planteando un conflicto que era un 
callejón sin salida. 


Como dijimos aquí, desde el primer momento estuvimos dispuestos a tener en cuenta tres cosas. La primera 
de ellas son las condiciones de trabajo. Los reconociéramos o no como sindicato, si tenían razón en cuanto a 
que las condiciones de trabajo no eran las mejores, se tendría en cuenta la opinión de la Inspección General 
del Trabajo y la Seguridad Social, que actuó a pedido de los negociadores, y también lo que hablamos a partir 
de nuestra convocatoria a la Junta de Salud Ocupacional del Ministerio de Salud Pública. Repito que 
tendríamos en cuenta todo lo que nos señalaron y trabajaríamos en ese sentido. 


Por otro lado, tenemos el proyecto de ley de negociación colectiva que implicará modificaciones en el 
proceso de negociación. La idea es que cuando se apruebe el proyecto de ley, a partir de los conceptos que 
contiene, se establezca una Comisión que reestructure el trabajo y adecue la función a lo que está planteado 
en el proyecto de ley y el salario a la función. 


En tercer lugar, planteamos algo que generó una de las confusiones que terminó transformando la 
reivindicación en algo bastante "light", para ser moderados en la expresión. Ellos reclamaban que tenían 
cuatro horas de trabajo, pero en el Ministerio nos manejamos con siete horas y quince minutos de trabajo. 
Hay una Resolución ministerial de la doctora Ana Lía Piñeyrúa que estableció que los profesionales 
trabajaran cuatro horas y los no profesionales, seis. Pero la misma Resolución determinaba que las horas 
extra corresponden a partir de las siete horas y quince minutos, no luego de que se exceden las cuatro o seis 
horas. Sin embargo, ellos reclamaban horas extra a partir de las cuatro horas. 


Nosotros, manteniéndonos en el marco de la Resolución de la doctora Ana Lía Piñeyrúa, decíamos que si 
había trabajo de más se podía compensar, como se hace en el Ministerio, no en la semana sino en el correr del 
año. ¿Por qué no en la semana? Aclaro que esto opera cuando funcionan los Consejos de Salarios; por lo 
demás, cuatro horas sobran. Si mientras funcionan los Consejos un día se trabajan seis, siete u ocho horas, 
hay que compensar dos, tres o cuatro horas, pero no es posible hacerlo al día siguiente, porque también hay 
negociación en los Consejos. Entonces, la idea es abrir una especie de cuenta corriente y compensarlas 
después. Este fue el planteo y eso fue lo que firmamos, con una diferencia referida a la Comisión que vaya a 
estudiar la adecuación al proyecto de ley, que es que se plantea hacer esto desde ahora. Repito: este es el 
convenio que se firmó. 


Con respecto a la Resolución del 30 de julio de 2008, puedo decir que se dictó después de que se solucionó el 
conflicto; es necesario tenerlo en claro. Además, no rigió hacia atrás sino hacia delante. La tengo en mi poder 
y me voy a permitir leerla. Dice lo siguiente: "VISTO: La realización por parte de sindicatos, secciones de los 
mismos o diferentes grupos de funcionarios de esta Secretaría de Estado de medidas gremiales o similares, 
identificadas como trabajo a reglamento, a desgano, paro de brazos caídos, etc.- RESULTANDO: Que la 
adopción de estas se enmarcan dentro del ejercicio atípico del derecho de huelga consagrado en el 

Artículo 57 de la Constitución de la República.- CONSIDERANDO: l) Que la huelga en cualquiera de sus 
modalidades, supone por un lado la disminución o reducción del trabajo habitual de los funcionarios. 
Teniendo como contrapartida que aquellos que la ejercen deben ver reducida su remuneración en forma 
proporcional a la disminución de su jornada de labor o rendimiento.- II) En efecto, como ha indicado PLÁ 


RODRÍGUEZ, citando a Helene SINAY '...lo que caracteriza a la huelga no es tanto la cesación en sí del 
trabajo o su lentificación sino la ruptura con lo cotidiano. Los trabajadores no hacen lo que hacían 
habitualmente, tienen un nuevo comportamiento, sea totalmente pasivo sea totalmente activo. Lo que importa 
es la modificación, en relación con la actividad cotidiana'. (Curso de Derecho Laboral (...).- IM) Que el 
artículo 20 del TOCAF dispone”...los gastos se devengan cuando surge la obligación de pago por el 
cumplimiento de un servicio o de una prestación.- IV) Para la percepción de las retribuciones personales y 
cargas directamente vinculadas, cuando se hizo efectiva la real prestación de servicio". Es decir que el gasto 
tiene que estar justificado; si no se realizó la tarea, no está justificado el gasto y no hay forma administrativa 
de pagarlo. 


Continúa: "V) Que con la adopción de las medidas antes indicadas se ha constatado que se deja en forma 
proporcional de cumplir con la prestación de servicios a cargo de los funcionarios.- VI) Sobre el punto el 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo ha fallado que si los funcionarios: '...dejan de cumplir las tareas 
encomendadas, por las razones que fueren (huelga, trabajo a reglamento, u otras modalidades), se configura 
incumplimiento y por tanto resulta ajustado a derecho la decisión del jerarca, en el sentido de que los 
trabajadores que adopten tal conducta deben ver disminuida su remuneración en forma proporcional a la 
reducción de su rendimiento". (Sentencia N* 629 de 25 de octubre de 2004).- VIT) Que la administración debe 
de velar por el estricto cumplimiento de la normativa.- VIT) Que en lo sucesivo, de adoptarse estas medidas 
se procederá a descontar de los salarios de los funcionarios que se adhieran, en forma proporcional a la 
disminución de la labor. A cuyos efectos, en esas oportunidades los Directores de las Unidades Ejecutoras 
procederán a comunicar a la Dirección General de Secretaría los nombres de los funcionarios y la 
cuantificación del trabajo disminuido.- ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 169 de la Constitución de la 
República, EL MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL RESUELVE: 1”) DISPÓNESE que a 
partir del 1* de agosto del corriente se procederá a descontar del salario de los funcionarios de esta Secretaría 
de Estado en forma proporcional, el término en el cual los mismos adopten medidas gremiales que supongan 
la disminución de sus tareas dentro de su horario habitual.- 2) COMUNÍQUESE a las organizaciones 
gremiales y a la totalidad de los funcionarios". 


Esa es la resolución ministerial y, además, probablemente se transforme en decreto para todo el Estado. 
SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Quiero formular dos preguntas. 


En primer lugar, en cuanto a la reivindicación de mejora salarial, me queda claro en la anterior 
comparecencia ya había quedado claro cuáles eran las demandas y cuál la respuesta del Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social. Pero la pregunta es si en el acta que se firmó o en el acuerdo si así se lo puede llamar que 
se alcanzó quedó alguna línea de acción establecida o vigente a los efectos de que con el tiempo se pueda 
avanzar en el camino de lo que han planteado los negociadores. 


En segundo término, con respecto a este específico asunto, el señor Ministro acaba de aclarar que la 
resolución que se adoptó es posterior a la resolución del conflicto. Como las normas por principio general no 
tienen efecto retroactivo, la pregunta concreta es si a los negociadores se les van a aplicar los descuentos por 
los días de conflicto que realizaron. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- A nadie; tampoco a los 
administrativos de Inspección ni a la Jurídica de Inspección. A ninguno. Esto es del 1” de agosto en 
adelante. No es por lo que pasó sino por lo que pueda pasar. Sí quedó establecido formar de inmediato 
una Comisión que empiece a estudiar la relación entre los contenidos del proyecto de ley y la 
reestructura. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Agrego que se firmó que se va a actuar en cuanto a las reclamaciones que tenían 
esos trabajadores con respecto al ambiente laboral de acuerdo con lo que asesoren o sugieran la 
Comisión de Salud Ocupacional del Ministerio de Salud Pública y la Inspección General del Trabajo. 
Se va a considerar todo lo que corresponda al ambiente laboral de esos trabajadores. 


La pequeña consideración que quiero hacer es que estos muchachos se equivocaron de pe a pa. Yo tengo una 
historia sindical de muchísimos años. Fui elegido dirigente de un sindicato por primera vez en el año 1962. Si 
sumo todos los años de directivo sindical, son veintinueve años en diferentes sindicatos. Y hay una cosa que 


es sagrada acá y en todo el mundo y es que no se puede diversificar de cualquier forma y que cada uno haga 
el sindicato que se le ocurra para satisfacer aquellas reivindicaciones que eventualmente se le ocurren. Tienen 
que ponerse de acuerdo con otros trabajadores. Estos trabajadores, lamentablemente, pecaron de ignorancia 
de estos aspectos y se largaron por la de ellos ignorando a AFMIT, que es la Asociación de Funcionarios del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, y a COFE que es la Confederación que agrupa a todos los 
trabajadores de la Administración Pública. 


La solución de este problema apareció en la medida en que ellos entendieron esa situación porque se les 
habló hasta el cansancio en cuanto a ese tema. Realmente, se reunieron con AFMIT y con COFE; así 
pudieron hacer los planteos, se llegó a un acta y a una solución. 


En la actividad privada, por ejemplo, hay un sindicato de la rama y luego cada empresa tiene un comité de 
base y dentro de éste puede haber comités de base de determinada función. En este caso, perfectamente ellos 
pueden tener un comité de base de los que realizan la tarea de la negociación colectiva ¡como no! y hubieran 
evitado un montón de problemas en los que incurrieron por ignorancia de las posibilidades en cuanto al nivel 
salarial en las reivindicaciones salariales, etcétera. 


Destaco esto porque pienso que fue el error cometido por esta muchachada. Ellos lo entendieron y lo 
corrigieron a último momento. Después de eso, apareció la solución que justamente informaba el señor 
Ministro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el momento del conflicto hubo versiones periodísticas en cuanto a que 
había posibilidades de contratar negociadores o traer gente para realizar esa tarea en caso de que no se 
solucionara el conflicto y a fin de mantener la negociación que venía en ciernes. 


Quiero saber si esto fue así o se trató de un elemento para negociar. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Ya en el mes de febrero de este año, el señor Ministro planteó en el Consejo de 
Ministros la necesidad de aumentar la cantidad de negociadores. Por lo tanto, se solicitaba a otros 
organismos del Estado que colaboraran con profesionales, abogados fundamentalmente, que apoyaran 
a los negociadores de negociación colectiva durante la ronda de los Consejos de Salarios. 


En el mes de abril, el PIT-CNT visitó al señor Presidente de la República y le hizo el mismo planteo. A partir 
de allí, el señor Presidente resolvió que la OPP y la Oficina Nacional del Servicio Civil solicitaran a todos los 
Ministerios y organismos del Estado que colaboraran con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
proveyendo futuros mediadores, es decir, profesionales, fundamentalmente, abogados y escribanos. 


Es importante hacer notar que esto justamente sucedió antes de que se iniciaran los reclamos que trajeron 
como consecuencia el conflicto de los negociadores. Demás está decir porque lo hemos recalcado que 
éticamente tuvimos frenado todo el tiempo al Secretario de la Presidencia, a quien llamábamos todos los días 
para pedirle que no mandara a nadie. Los Directores Generales de Secretaría se quejaban diciendo: "Lo tengo 
acá sin hacer nada porque ya lo saqué de su tarea para mandárselo en Comisión al Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social". Le decíamos: "Sí, tenélo ahí pedaleando en el agua, porque no los queremos traer, porque 
no queremos provocar a los trabajadores que están en la situación en la que se encuentran". 


SEÑOR PRESIDENTE.- También hay muchas personas a disponibilidad en los diferentes entes con el 
perfil para hacer la parte de mediación. Por ejemplo, en PLUNA conozco a unos cuantos y son 
profesionales. 


SEÑOR BARÁIBAR.-- Se encargó el Secretario de Presidencia, doctor Miguel Toma. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- A partir del 28, que fue cuando se 
firmó, pedimos que enviaran a esos posibles negociadores. Lo que sí hicimos antes fue trasladar gente 
dentro del Ministerio; es decir, incorporamos a la negociación que se estaba llevando adelante 
abogados y economistas del Ministerio. Fueron unos diez de una lista de dieciséis. Y no los vamos a 
retirar. Ahora, ya están incorporados a las negociaciones. En cuanto a los que venían de afuera, 
esperamos que se arreglara la situación para traerlos. Ahora están en camino. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social y 
del Director Nacional de Trabajo. 


Se levanta la reunión. 


Tí maana dal nia da nánin a 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


